
TESIS AISLADA I/2018 (10a.) 
 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. SU FALTA DE 
REGULACIÓN POR LAS LEGISLATURAS LOCALES CONSTITUYE 
UNA OMISIÓN LEGISLATIVA ABSOLUTA VIOLATORIA DE LOS 
PRINCIPIOS DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y DIRECTA 
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 113, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN, EN SU TEXTO VIGENTE HASTA EL 27 DE MAYO DE 
2015. A partir del Decreto por el que se adicionó un segundo párrafo al 
artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, el 
poder reformador de la Constitución estableció un orden jurídico 
estructurado al que sometió las actuaciones del Estado para el 
reconocimiento de los derechos públicos subjetivos de los gobernados, de 
forma tal que aquél tuviera una responsabilidad objetiva y directa por los 
daños que pudiera ocasionarles en sus bienes o derechos, con motivo de 
su actividad administrativa irregular (modelo constitucional actualmente 
ubicado en el artículo 109, último párrafo, por el Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución, 
en materia de combate a la corrupción, publicado en el medio de difusión 
oficial citado el 27 de mayo de 2015); para lo cual, la Constitución General 
obligó a cada nivel de gobierno (federal, local y municipal) a prever y 
observar en sus ordenamientos jurídicos la responsabilidad patrimonial del 
Estado, objetiva y directa, y fijar en sus presupuestos una partida para 
hacer frente a dicha circunstancia, dentro del plazo comprendido de la 
publicación del decreto y hasta antes del 1° de enero de 2004. 
Consecuentemente, si las legislaturas locales no adecuaron las leyes de 
las entidades federativas al nuevo modelo constitucional para prever los 
casos en que el Estado incide en la responsabilidad objetiva y directa, 
resulta inconcuso que incurren en una omisión legislativa absoluta 
violatoria de los principios constitucionales referidos y el derecho de los 
particulares a ser indemnizados debidamente. 
 
Amparo directo en revisión 6718/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucia Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

   
 
 



 
 

   TESIS AISLADA II/2018 (10a.) 
 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y 
DIRECTA. LA FALTA DE ADECUACIÓN EN LAS LEGISLATURAS 
LOCALES CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE 
SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 133 
CONSTITUCIONAL. El artículo 133 prevé dos dimensiones que rigen el 
sistema constitucional: 1) la supremacía de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y; 2) la jerarquía normativa en el Estado 
Mexicano que conforman la Constitución, las leyes que emanen de ésta y 
que expida el Congreso de la Unión y los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte y la Ley Suprema de la Unión. Así, las 
constituciones y las leyes de las entidades federativas, con independencia 
de la soberanía de los Estados que protege el artículo 40 constitucional 
para los asuntos concernientes a su régimen interno, deberán observar los 
mandatos constitucionales y, por lo tanto, no vulnerarlos; es decir, si las 
leyes expedidas por las Legislaturas Locales resultan contrarias a los 
preceptos constitucionales, deben predominar las disposiciones de la 
Norma Fundamental y no las de esas leyes ordinarias, aun cuando 
procedan de su constitución local, incluso cuando se trate directamente de 
esta última. Luego, si una entidad federativa no adecuó su normatividad a 
la obligación que impuso el artículo 113, párrafo segundo, de la 
Constitución General vigente a partir del 1° de enero de 2014 (actualmente 
109, último párrafo, según Decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015), en relación con la 
responsabilidad objetiva y directa en que puede incurrir el Estado y que 
genera la indemnización a los particulares por los daños que puedan sufrir 
a sus bienes o derechos, con motivo de la actividad administrativa 
irregular, esa circunstancia deriva en una violación al principio de 
supremacía constitucional que tutela el artículo 133 constitucional. 
 
Amparo directo en revisión 6718/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucia Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 



 
 

TESIS AISLADA III/2018 (10a.) 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 
7.172 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN LA GACETA DEL 
GOBIERNO DE LA ENTIDAD EL 30 DE MAYO DE 2017, ES 
INCONSTITUCIONAL. A partir del Decreto por el que se adiciona un 
segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de 
junio de 2002, el Constituyente Permanente estableció un orden jurídico 
estructurado al que sometió las actuaciones del Estado para el 
reconocimiento de los derechos públicos subjetivos de los gobernados, de 
forma que aquél tuviera una responsabilidad objetiva y directa por los 
daños que pudiera ocasionarles en sus bienes o derechos, con motivo de 
su actividad administrativa irregular (modelo constitucional actualmente 
ubicado en el artículo 109, último párrafo, constitucional); para lo cual, la 
Constitución Federal obligó a cada nivel de gobierno (federal, local y 
municipal) a prever y observar en sus ordenamientos jurídicos la 
responsabilidad patrimonial del Estado, objetiva y directa, y fijar en sus 
presupuestos una partida para hacer frente a dicha circunstancia, dentro 
del plazo comprendido desde la publicación del decreto y hasta antes de 
su entrada en vigor el 1 de enero de 2004. Así, el artículo 7.172 del 
Código Civil del Estado de México, en su texto anterior a la reforma 
publicada en la Gaceta del Gobierno de la entidad el 30 de mayo de 2017, 
al establecer que el Estado, los Municipios y sus respectivos organismos 
descentralizados, tienen obligación de responder de los daños causados 
por sus servidores públicos en el ejercicio de las funciones públicas que 
les estén encomendadas, y que dicha responsabilidad es subsidiaria y 
sólo podrá hacerse efectiva cuando el servidor público responsable 
directo, no tenga bienes, o los que tenga no sean suficientes para 
responder del daño causado, es inconstitucional, pues la Legislatura Local 
incurrió en una omisión legislativa absoluta; esto es, si bien es cierto que 
prevé que el Estado de México, los Municipios y sus respectivos 
organismos descentralizados tienen obligación de responder de los daños 
que se causen a los particulares, también lo es que se ciñe a una 
responsabilidad subsidiaria a la que se finque al servidor público que 
hubiere ocasionado el daño en ejercicio de sus funciones, y sólo cuando el 
referido servidor público no pueda hacer frente a su responsabilidad con 
los bienes con que cuenta, lo cual advierte la subjetividad que reviste la 
responsabilidad del Estado a través de la persona del servidor público, 
como único ente que puede generar un daño a los gobernados, 
absolviendo el deber del Estado y colocándolo en una posición de “auxilio” 
en caso de que el servidor público no contara con bienes o estos fueran 
insuficientes para resarcir a la persona afectada, lo cual genera una 
contraposición entre el ordenamiento local y la Constitución Federal. 
Asimismo, cuando el artículo 113 constitucional citado alude a que la 
responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un 
daño al particular con motivo de su actividad administrativa irregular, ello 
implica que el Estado se vuelve responsable directo en los daños que los 
operadores de su actividad generen en las personas y no de forma 
subsidiaria o solidaria como anteriormente sucedía y como se pretende a 
través del artículo 7.172 aludido. 

Amparo directo en revisión 6718/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, en el que se 



 
 

aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucia Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA IV/2018 (10a.) 
 

     
RENTA. LOS ARTÍCULOS 90, PÁRRAFO PRIMERO, FRACCIÓN III, Y 
91, PÁRRAFO PRIMERO, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, NO 
TRANSGREDEN LOS DERECHOS DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y 
A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN. Los preceptos citados al establecer, 
respectivamente, la forma de determinar presuntivamente la utilidad fiscal 
de los contribuyentes sobre ciertas actividades gravadas por el impuesto 
sobre la renta y que las autoridades fiscales podrán modificar la utilidad o 
pérdida fiscal mediante la determinación presuntiva del precio en que los 
contribuyentes adquieren o enajenan bienes cuando, entre otros 
supuestos, la enajenación se realice al costo o a menos del costo, salvo 
que el contribuyente compruebe que se hizo al precio de mercado en la 
fecha de la operación o que los bienes sufrieron demérito o existieron 
circunstancias que determinaron la necesidad de efectuar la enajenación 
en dichas condiciones, no transgreden los derechos de presunción de 
inocencia y a la no autoincriminación, reconocidos en los artículos 20, 
apartado B, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 2, inciso g), de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, pues no facultan al Estado a 
imponer una sanción derivada de una conducta ilícita en materia 
administrativa; es decir, no regulan un procedimiento administrativo 
sancionador u otro del que pueda obtenerse evidencia de que pueda 
utilizarse posteriormente en dicho procedimiento, sino sólo regulan la 
determinación de un impuesto. Además, todas las normas fiscales que 
prevén diversas facultades atribuidas a la autoridad, como aquellas cuya 
finalidad es la determinación de contribuciones omitidas o créditos fiscales 
y que constituyen procedimientos fiscalizadores de los cuales no deriva 
una pena, no tienen la naturaleza de sancionadoras y, consecuentemente, 
no están comprendidas dentro de los principios y derechos que protegen 
los preceptos constitucionales citados. 
 
Amparo directo en revisión 3522/2016. Koalatex, S.A. de C.V. 26 de 
abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con 
salvedad en las consideraciones. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 



 
 

 
TESIS AISLADA V/2018 (10a.) 

 
 

LEY ADUANERA. EL ARTÍCULO 183-A NO TRANSGREDE LO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El artículo 183-A de la Ley 
Aduanera establece que las mercancías pasarán a propiedad del fisco 
federal, además de otras sanciones que resulten aplicables, cuando se 
den los supuestos que ahí se señalan; salvo que exista imposibilidad 
material de que ello suceda, en cuyo caso se impondrá al infractor el 
deber de pagar el importe del valor comercial de las mercancías relativas, 
al momento de la aplicación de las sanciones correspondientes. Sin 
embargo, el decomiso establecido no constituye una multa excesiva 
proscrita por el numeral 22, sino una figura regulada en los artículos 73, 
fracciones X, XXIX-E y XXX, y 131 constitucionales, en tanto no impone 
una pena económica con motivo de la actualización de una conducta y 
adicional a las mercancías o a su valor comercial, sino que se traduce en 
el pago sustituto ante la imposibilidad de la autoridad de decomisarlas, al 
ya no encontrarse en posesión del gobernado sancionado el decomiso se 
sustituye por una cantidad que se paga en favor de la autoridad, como una 
indemnización por las mercancías que no pasarán a su patrimonio, lo que 
implica que la sanción pecuniaria que se impone equivale al pago de una 
cantidad de dinero al fisco federal, como reemplazo de los bienes que 
fueron instrumento o fruto de la infracción o conducta ilegal. Así, de modo 
alguno, se trata de un castigo equivalente a una multa y, en consecuencia, 
tampoco puede analizarse bajo los parámetros que se establecen para 
determinar si es excesiva o desproporcional o si no atiende a la capacidad 
económica del infractor, la gravedad de la conducta, la reincidencia, entre 
otros factores, pues se busca resarcir el daño, producto de la operación de 
comercio exterior irregular y, con ello, evitar se continúen realizando 
conductas que violen la normatividad en la materia; por lo tanto, aun 
cuando es cierto que el supuesto que señala el último párrafo del artículo 
183-A de la Ley Aduanera no se trata de un decomiso, sino de una 
indemnización que lo sustituye, al subsistir la infracción, lo cierto es que 
busca el mismo propósito, independientemente de que los bienes se 
pierdan o haya imposibilidad material para decomisarlos. 
 
Amparo directo en revisión 3974/2015. Brocade Communications 
Systems México, S. de R.L. de C.V. 6 de julio de 2016. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quienes formularon voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA VI/2018 (10a.) 
 
 

LEY ADUANERA. EL CONCEPTO “VALOR COMERCIAL” PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 183-A NO CONSTITUYE UN TÉRMINO INDEFINIDO. 
El artículo 183-A de la Ley Aduanera establece que las mercancías 
pasarán a propiedad del fisco federal, además de otras sanciones que 
resulten aplicables, cuando se den los supuestos que ahí se señalan; 
salvo que exista imposibilidad material de que ello suceda, en cuyo caso 
se impondrá al infractor el deber de pagar el importe del “valor comercial” 
de las mercancías relativas, al momento de la aplicación de las sanciones 
correspondientes. Ahora, no obstante que el término “valor comercial” no 
se encuentra definido en el texto del precepto de referencia, lo cierto es 
que puede obtenerse de lo señalado en el diverso artículo 79 de la Ley 
Aduanera, el cual establece como base gravable del impuesto general de 
exportación, el valor comercial de las mercancías en el lugar de venta, que 
deberá encontrarse consignado en la factura o en cualquier otro 
documento comercial, sin inclusión de fletes y seguros; de lo que se 
desprende que el término refiere la cuantificación de las mercancías en 
actos de comercio, lo cual otorga certeza al gobernado en relación con 
ese término. Ello se verifica, además, con el solo hecho de recoger el valor 
del mercado que corresponde a la mercancía respectiva en el lugar de 
venta; es decir, el valor que tienen en actos de comercio en el lugar en 
que fueron vendidos, a lo cual la autoridad debe constreñirse para fijar el 
valor comercial de las mercancías, por lo que no queda al arbitrio de ésta 
ni del particular dicha determinación; pues se encuentra consignado en la 
factura o en cualquier otro documento comercial, sin incluir los fletes ni 
seguros.  
 
Amparo directo en revisión 3974/2015. Brocade Communications 
Systems México, S. de R.L. de C.V. 6 de julio de 2016. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quienes formularon voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
TESIS AISLADA VII/2018 (10a.) 

 
     

VISITA DE LOS MENORES A LA FAMILIA AMPLIADA, EN EL 
EXTRANJERO. ASPECTOS QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL 
JUZGADOR AL RESOLVER SOBRE LA AUTORIZACIÓN RELATIVA. 
Un derecho primordial del menor radica en no ser separado de sus 
padres, a menos que la separación sea necesaria para su interés superior, 
lo que permite que los padres contribuyan a la protección, educación y 
formación integral de sus hijos, y además posibilita que se formen 
relaciones estrechas entre ellos, lo cual no sólo propicia relaciones 
paterno y materno filiales adecuadas, sino que, debido a la formación 
evolutiva del menor, esa relación necesariamente influye en la 
personalidad e identidad que asumirá, máxime que en esta formación no 
sólo es importante la interacción que el menor tenga con sus padres, al 
ser trascendente la que tiene con el resto de los integrantes de su familia, 
incluida la ampliada en ambas líneas, ya que ello, además de contribuir a 
su formación, le permitirá identificarse como parte de un determinado 
grupo familiar. En ese orden de ideas, cuando un progenitor demanda al 
otro la autorización para que el menor pueda trasladarse al extranjero para 
visitar a algún miembro de la familia ampliada, el juzgador, atendiendo al 
interés superior del menor, puede acceder a dicha petición al existir la 
presunción de que esa visita no sólo fomentará los lazos familiares entre 
el menor y su familia ampliada a quien pretende visitar, fortaleciendo su 
identidad familiar, sino que, existe la presunción humana de que visitar un 
Estado diverso puede contribuir a su descanso y esparcimiento, así como 
a su formación cultural, en tanto que ello le permitirá conocer otra 
civilización, idioma y cultura, fomentando en él un espíritu de comprensión 
y amistad hacia otras culturas; en consecuencia, el juzgador no puede 
negar dicha solicitud, a menos que se demuestre fehacientemente que 
acceder a ésta, lejos de beneficiar el interés superior del menor le 
perjudicará. Así, aunque no pasa inadvertido que el artículo 3, numeral 2, 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, ordena tener en cuenta los 
derechos y deberes de los padres; y, en esa medida, debe tenerse 
presente que el acceder a una solicitud de ese tipo, puede implicar una 
separación entre el progenitor demandado y el menor, lo cierto es que es 
temporal y existe la presunción de que es en beneficio del menor. No 
obstante, como una autorización de ese tipo puede dar pauta a una 
sustracción internacional, es importante que el Juez, al momento de darla, 
exija que quien la solicita señale la fecha en que el menor saldrá del país y 
en la que regresará, indicando el lugar y el domicilio exacto en los que 
pernoctará durante su estancia en otro país, así como los posibles lugares 
que visitará; y aprovechando el avance tecnológico existente, debe 
ordenar que sostenga comunicación diaria con el progenitor de quien se 
solicita la autorización; aunado a ello, cuando exista sospecha fundada de 
que la autorización en cuestión pudiera utilizarse para una sustracción 
internacional, exigirá garantía de que el menor será regresado al país en 
la fecha indicada. 
 
Amparo directo en revisión 4075/2016. 15 de marzo de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 



 
 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA VIII/2018 (10a.) 
 
         

OBLIGACIÓN DE PREPARAR LAS VIOLACIONES PROCESALES A 
QUE ALUDE EL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO. ES ACORDE 
AL TEXTO CONSTITUCIONAL. El principio de definitividad tiene sustento 
en el hecho de que el amparo es un juicio cuyo objetivo se centra en 
erradicar la violación a los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, por 
tanto su naturaleza es extraordinaria; de ahí que a éste sólo debe acudirse 
cuando el acto reclamado ya no es susceptible de modificación, 
revocación o invalidación ante las autoridades de instancia; así, aunque 
las violaciones procesales no pueden reclamarse como acto destacado en 
el juicio de amparo directo, a éstas también les es exigible el principio en 
cuestión, por tanto, para que el Tribunal Colegiado de Circuito pueda 
ocuparse de una violación procesal -si no se está en las excepciones que 
el propio numeral contempla-, es indispensable que la violación procesal 
reclamada haya sido combatida a través del recurso que la ley ordinaria 
respectiva señale. Ésta es una regla institucional del propio sistema 
procesal, a través de la cual se favorece que las  autoridades judiciales de 
instancia solucionen las controversias que se sujetan a su jurisdicción, y 
sólo en caso de que ello no sea posible, dichas disputas sean sometidas 
al conocimiento de las autoridades que ejercen el control de la jurisdicción 
constitucional, de ahí que al justiciable se le impone la carga de agotar los 
recursos ordinarios, antes de acceder al juicio de amparo; esta regla no 
debe ser considerada como un mero requisito de carácter formal, pues 
encuentra su razón en el hecho de que permite delimitar los casos que 
realmente ameritan ser resueltos por el tribunal de amparo, convirtiéndose 
así en una regla operativa de tal importancia, que incluso se encuentra 
prevista en el artículo 107, fracción III, inciso a) de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; por tanto, si el requisito contenido en el 
artículo 171 de la Ley de Amparo, el cual exige agotar los recursos 
ordinarios cuando en el amparo directo se reclama una violación de 
carácter procesal, encuentra sustento en la propia norma fundamental, es 
claro que esa exigencia por su naturaleza no puede resultar 
inconstitucional, máxime cuando el propio precepto establece una serie de 
hipótesis en que ese requisito no es exigible. 
 
Amparo directo en revisión 1066/2015. Argoga Soluciones Avanzadas 
en Sistemas, S.A. de C.V. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez de enero de 
dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de dos mil 
dieciocho. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA IX/2018 (10a.) 
         
 
DOCUMENTOS INDUBITABLES PARA COTEJO. EL ARTÍCULO 1.301 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
MÉXICO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL DE 
LAS PARTES. El artículo 1.301 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Estado de México, al establecer la lista limitativa de los documentos que 
se consideran indubitables para el cotejo cuando se pone en duda la 
autenticidad total o parcial de otro documento, letra o firma, no vulnera el 
principio de igualdad procesal de las partes, pues su función es la de 
contar con un elemento fidedigno de comparación  y con esto reducir el 
margen de error presente en dicho método al contrastar el documento, la 
letra o la firma cuestionados. Por tanto, su previsión no es en función de la 
facilidad con que las partes puedan obtenerlos, sino de la certeza que 
deben ofrecer para realizar el cotejo respectivo, en tanto que las 
dificultades o hasta imposibilidad que pueda haber para allegar tales 
documentos indubitables atañe a un problema independiente, que en su 
caso será materia de valoración por el juez al analizar los elementos de 
prueba exhibidos a efectos de determinar la prueba de los hechos. En ese 
sentido, es incorrecto considerar que si el elemento exhibido para el cotejo 
no es de los señalados en la norma, en automático se genere la 
presunción de que el documento, la letra o la firma cuestionadas son 
válidas o auténticas, sino que esto dependerá de la valoración probatoria 
que lleve a cabo el juez conforme a las reglas que al respecto establece la 
ley.  
 
Amparo directo en revisión 5382/2016. Sucesión a bienes de Enrique 
Soberanes Álvarez. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veinticuatro de 
enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a veinticinco de enero 
de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA X/2018 (10a.) 
         
 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE INMUEBLES. EL ARTÍCULO 1156 DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL NO VULNERA EL 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. El artículo citado, al establecer 
que la acción de prescripción puede promoverse en contra de quien 
aparezca como propietario del bien inmueble respectivo en el Registro 
Público de la Propiedad, sin prever expresamente algún otro supuesto, 
como el de que pueda demandarse a otro poseedor, no restringe o limita 
el derecho de acceso a la justicia. Lo anterior, porque considerando que el 
objeto de esa acción es declarar que la prescripción se ha consumado y 
se ha adquirido la propiedad sobre un bien por quien lo ha poseído de 
manera pacífica, continua, pública, a título de propietario y por el tiempo 
que marca la ley, resulta razonable considerar como sujeto a quien puede 
disputarse el derecho de propiedad y que podría verse afectado con la 
acción, al que aparezca como dueño en el Registro Público de la 
Propiedad, por ser el sujeto cierto al que se le puede atribuir esa calidad; 
además de que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al emitir la tesis de Jurisprudencia 1a./J. 58/2004¹, admitió que la 
acción pueda enderezarse también contra algún otro propietario del 
conocimiento del actor. En ese sentido, no resultaría exigible al legislador 
que la acción procediera en contra de otro poseedor del bien, en primer 
lugar, porque ese carácter no le hace apto para disputarle el derecho de 
propiedad por medio de la acción de prescripción, ya que sólo ostenta un 
poder de hecho sobre el bien; en segundo lugar, porque si se demanda la 
prescripción a otro poseedor eso significaría que el actor fue desposeído 
del bien y eventualmente podría haberse interrumpido el plazo de 
prescripción si transcurrió más de un año desde la desposesión como lo 
dispone el artículo 1168, fracción I, del mismo Código. Asimismo, sería 
innecesario que el precepto en cuestión previera el caso en que no existe 
anotación registral del inmueble, por ser un supuesto ya regulado en los 
diversos preceptos 3046 y 3047 del Código Civil, que remiten al trámite de 
inmatriculación judicial para obtener el título de propiedad respectivo. 
 
Amparo directo en revisión 931/2017.  Leobardo Díaz Bautista. 4 de 
octubre de 2017. 4 de octubre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Mónica Cacho Maldonado. 
 
¹ La tesis de jurisprudencia 1a./J. 58/2004 citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XX, noviembre de 2004, página 25, registro 180099, con el rubro: 
“PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. LA ACCIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 1156 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
DEBE DIRIGIRSE CONTRA QUIEN APARECE COMO PROPIETARIO EN 
EL REGISTRO PÚBLICO Y TAMBIÉN EN CONTRA DEL VERDADERO 
PROPIETARIO, CUANDO NO COINCIDAN, SI EL POSEEDOR SABE DE 
ANTEMANO QUIÉN ES ESTE ÚLTIMO.” 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veinticuatro de 



 
 

enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a veinticinco de enero 
de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XI/2018 (10a.) 
 
 
COMPETENCIA POR MATERIA. CORRESPONDE A UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA PENAL CONOCER DEL 
RECURSO DE REVISIÓN EN UN JUICIO DE AMPARO CONTRA 
ACTOS REFERENTES A LA SALUD DE UNA PERSONA INTERNA EN 
UN CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN SOCIAL. Según dejó 
establecido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia P./J. 18/2012 (10a.), la entrada en vigor de la reforma 
constitucional publicada el 18 de junio de 2008 realizó un cambio 
sustancial en el sentido de que actualmente no corresponde a las 
autoridades administrativas supervisar los medios utilizados para lograr la 
reinserción social del sentenciado a la sociedad y los eventos que 
acontezcan durante el cumplimiento de las penas, sino que ello 
corresponde a las autoridades judiciales, en particular, a los jueces de 
ejecución en materia penal, por lo cual, toda controversia al respecto en 
que participen los sentenciados compete a los Jueces de Distrito en 
Materia Penal. En seguimiento de ese criterio, la Primera Sala del Máximo 
Tribunal del país estableció en la jurisprudencia 1a./J. 113/2012 (10a.), 
que si el acto reclamado incide en los mecanismos para lograr la 
reinserción social de los sentenciados con  motivo de la ejecución de la 
pena, la competencia se surte a favor de un Tribunal Colegiado en Materia 
Penal. Por su parte, en la jurisprudencia P./J. 31/2013 (10a.), el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró la atención a la salud 
como una parte medular de la reinserción social. Consecuentemente, la 
competencia por razón de materia para conocer del recurso de revisión en 
un juicio de amparo donde se reclaman actos relativos a la atención de la 
salud de una persona interna en un Centro Federal de Readaptación 
Social, es de un Tribunal Colegiado en Materia Penal y no uno en Materia 
Administrativa, sin que obste para lo anterior que la autoridad emisora del 
acto reclamado tenga naturaleza formalmente administrativa, ya que al 
derivar los actos de un procedimiento penal, éste es el criterio 
determinante para adscribirlo a esa materia como se sostiene en las 
jurisprudencias referidas. 
 
Conflicto competencial 36/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito. 6 de 
septiembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 18/2012 citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XIII, Octubre de 2012, Tomo 1, página 17, registro 2001982, con el rubro: 
“ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. LA 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA POR UN SENTENCIADO SE SURTE A 
FAVOR DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO EN MATERIA PENAL.”; la 
tesis de jurisprudencia 1a./J. 113/2012, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, noviembre de 
2012, Tomo 1, página 567, registro 2002124, con el rubro: 
“COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA. SI EL ACTO 
RECLAMADO MOTIVO DEL CONFLICTO INCIDE EN LOS 
MECANISMOS PARA LOGRAR LA REINSERCIÓN SOCIAL DE LOS 



 
 

SENTENCIADOS CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA, SE 
SURTE EN FAVOR DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN 
MATERIA PENAL.”; y la tesis jurisprudencial P./J. 31/2013 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 
diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, 
página 124, registro 2005105, con el rubro: “REINSERCIÓN DEL 
SENTENCIADO A LA SOCIEDAD. SU ALCANCE CONFORME AL 
ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS.” 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis aislada fueron aprobados por 
la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veinticuatro de 
enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a veinticinco de enero 
de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
  
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XII/2018 (10a.) 
 
 

SERVICIOS DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA PRESTADOS POR LA 
COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES A LAS EMPRESAS 
DE SERVICIOS COMPLEMENTARIOS. EL COBRO DE LA CUOTA POR 
ESAS ACTIVIDADES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 29-E, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS, ES INCONSTITUCIONAL. La 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores tiene facultades de inspección y 
vigilancia respecto de personas físicas y morales que aun cuando no sean 
entidades del sistema financiero, realicen las actividades previstas en las 
leyes relativas a dicho sistema, como son las sociedades que prestan 
servicios complementarios a las organizaciones auxiliares del crédito; sin 
embargo, no se advierte una relación singularizada entre éstas y la 
Comisión, pues dichas sociedades no están sujetas a una autorización o 
permiso para prestar los servicios u operaciones que les son propios; por 
el contrario, pueden prestar los que se reputen complementarios o 
auxiliares a las organizaciones auxiliares del crédito, sólo ajustándose a 
las reglas de carácter general aplicables, y sujetándose a la inspección y 
vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin que ello les 
represente un beneficio concreto, ya que únicamente prestan dichos 
servicios a algunas entidades del sistema financiero, por ejemplo, a los 
almacenes generales de depósito; de ahí que la inspección y vigilancia a 
las empresas de servicios complementarios no constituye el desarrollo de 
una actividad estatal individualizada y concreta, por la cual se establezca 
una relación entre el Estado –investido de imperio– y el usuario, que 
actualice una contraprestación entre ambos. De lo anterior deriva que el 
pago del tributo previsto en el artículo 29-E, fracción VI, de la Ley Federal 
de Derechos, que establece que cada entidad que pertenezca al sector de 
empresas de servicios complementarios, entendiéndose por ello a las 
sociedades que presten servicios complementarios o auxiliares en la 
administración a entidades financieras en términos de las disposiciones 
aplicables, o en la realización de su objeto pagará cierta cantidad, no se 
encuentra justificado, pues la supervisión genérica realizada sobre dichas 
sociedades, respecto de los servicios complementarios o auxiliares para 
verificar que se ajusten a las reglas de carácter general aplicables, no 
cuenta con los elementos suficientes para caracterizarse como un servicio 
susceptible de generar el pago de un derecho, ya que no se advierte la 
obtención de un beneficio concreto e individualizado en la persona del 
contribuyente, como lo sería, en su caso, la autorización o conservación 
de un permiso para realizar ciertas actividades concretas, que legitime el 
cobro de la contribución referida. En efecto, no se está frente al 
establecimiento de una condición necesaria para el desarrollo de una 
actividad para la cual el Estado deba otorgar un permiso o autorización, 
así como tampoco se supedita el acceso al mismo derivado del 
cumplimiento de las condiciones sujetas a revisión, por lo que del ejercicio 
de estas facultades de la autoridad no deriva un beneficio susceptible de 
apreciarse dentro de la esfera jurídica del gobernado. Es decir, con la 
actuación de la autoridad no se obtiene una consecuencia real y efectiva 
en la persona sujeta a la contribución señalada. De ahí que el cobro de la 
cuota por el servicio de inspección y vigilancia previsto en el artículo 29-E, 
fracción VI, citados, es inconstitucional por sí mismo. 
 
Amparo en revisión 125/2017. Almacén de granos de la Península, S.A. 
de C.V. 30 de agosto de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Arturo 



 
 

Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veintidós de febrero de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XIII/2018 (10a.) 
 

 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD HACENDARIA DEL ESTADO DE 
BAJA CALIFORNIA RESPECTO DE SUS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN Y VERIFICACIÓN EN MATERIA DE IMPUESTOS 
FEDERALES. EL ARTÍCULO 14 DEL CÓDIGO FISCAL RELATIVO, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. Las normas 
jurídicas de cualquier ordenamiento no deben interpretarse de manera 
aislada, sino en relación con el sistema normativo en el cual están 
inmersas, pues de lo contrario, además de limitarse su correcto alcance y 
entendimiento, pueden producirse vacíos normativos en detrimento del 
derecho a la seguridad jurídica, mismo que impone un deber de claridad y 
certeza en las leyes a fin de que las personas conozcan las 
consecuencias jurídicas de sus actos, así como el margen de acción que 
las autoridades pueden tener en su esfera de derechos. Ahora bien, el 
artículo 14 del Código Fiscal del Estado de Baja California establece 
cuáles son autoridades fiscales de esa entidad federativa para los efectos 
del propio código y demás disposiciones aplicables, y facultadas para 
administrar, comprobar, determinar y cobrar, ingresos federales 
coordinados y estatales, según corresponda, sin que dicho precepto 
delimite en qué casos y bajo qué condiciones las autoridades hacendarias 
de Baja California pueden ejercer facultades de comprobación respecto de 
contribuciones federales. No obstante ello, el precepto de referencia no 
vulnera el principio de seguridad jurídica, pues tales elementos están 
previstos en el Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal 
Federal, celebrado entre la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y el 
Estado de Baja California, publicado en el Diario Oficial de la Federación, 
el 11 de febrero de 2009, emitido con fundamento en el artículo 13 de la 
Ley de Coordinación Fiscal. En efecto, en la cláusula octava se establece 
que dicha entidad federativa ejercerá facultades en materia de 
recaudación, comprobación, determinación y cobro respecto de los 
impuestos al valor agregado, sobre la renta, al activo, empresarial a tasa 
única, especial sobre producción y servicios, a los depósitos en efectivo, 
tenencia o uso de vehículos, excepto aeronaves, y sobre automóviles 
nuevos. Por tanto, los contribuyentes sí conocen en qué casos y bajo qué 
condiciones las autoridades hacendarias locales pueden ejercer sus 
facultades de comprobación respecto de contribuciones federales. 
 
Amparo directo en revisión 1665/2017. RP Restaurantes, S.A. de C.V. 6 
de septiembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veintidós de febrero de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA XIV/2018 (10a.) 
 

SOCIEDADES MERCANTILES. LOS ARTÍCULOS 111 Y 124 DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA, NO CONTRAVIENEN LOS DERECHOS AL 
DEBIDO PROCESO Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. Los preceptos 
mencionados establecen que las acciones en que se divide el capital 
social de una sociedad anónima estarán representadas por títulos 
nominativos regidos por las disposiciones de los títulos valores y que 
servirán para acreditar y transmitir la calidad y los derechos de socio; y al 
ser interpretados en el sentido de que resulta necesaria la exhibición de 
los títulos accionarios cuando se demanda el reconocimiento del carácter 
de socio de la sociedad demandada por la transmisión de tales acciones 
por su anterior titular, no contravienen los derechos de debido proceso y 
acceso a la justicia. Lo anterior, ya que estas disposiciones constituyen 
una manifestación de la naturaleza atribuida a las acciones atendiendo a 
su forma de representación como títulos, susceptibles de tráfico mercantil,  
cuya principal característica es la incorporación, conforme a la cual, hay 
una liga indisoluble o tan estrecha entre el documento y el derecho, que 
este último no puede existir ni ejercerse si no es en función del 
documento, de manera que la condición de socio queda incorporada en el 
documento y su tenencia es necesaria para la demostración de ese 
carácter y derechos consiguientes. De considerar lo contrario, y reconocer 
derechos como socio sin contar con los títulos de las acciones, se 
generaría incertidumbre sobre a quién corresponde su titularidad y es por 
esto que no podría resultar admisible la prueba de ese carácter a través 
de otros medios de convicción. 
 
Amparo Directo en Revisión 6828/2016. Bertha Noemí García Castillo. 4 
de octubre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien se reservó el derecho 
de formular voto concurrente. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz, quien se reservó su derecho para formular voto particular. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XV/2018 (10a.) 
 
 

CONCESIÓN SOBRE INMUEBLES FEDERALES. EL ARTÍCULO 73 DE 
LA LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES, QUE OTORGA 
DISCRECIONALIDAD A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA PARA 
PRORROGARLA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. El precepto citado, al establecer que las concesiones sobre 
inmuebles federales, salvo excepciones previstas en otras leyes, podrán 
otorgarse por un plazo de hasta cincuenta años, el cual podrá ser 
prorrogado una o varias veces sin exceder el citado plazo, a juicio de la 
dependencia concesionante, atendiendo tanto para su otorgamiento como 
para sus prórrogas a lo establecido en sus diversas fracciones, no vulnera 
el principio de seguridad jurídica pues su diseño normativo no deja 
inciertos los estándares con base en los cuales la autoridad debe decidir si 
prorroga las concesiones sobre inmuebles federales. Tampoco confiere un 
excesivo margen de discrecionalidad a la autoridad administrativa para 
determinar si prorroga la concesión respectiva, pues acota su acción a 
parámetros preestablecidos en el propio precepto. Ahora, si bien es cierto 
que en dichos parámetros puede subsumirse un gran número de 
supuestos fácticos, también lo es que ello obedece válidamente a las 
características intrínsecas de las leyes que, por definición, deben ser 
generales, abstractas e impersonales, pues sería jurídicamente inviable 
exigir al Legislador Federal pormenorizar, con un grado de detalle 
excesivo, los supuestos específicos en los que la dependencia 
concesionante debe autorizar la prórroga para el uso de inmuebles 
federales, máxime cuando dichos supuestos, en los hechos, son variados, 
y se ubican en contextos plurales y diferenciados, además de que las 
condiciones en las cuales operan sus concesionarios son de la más 
diversa índole. 
 
Amparo en revisión 380/2017. 4 de octubre de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XVI/2018 (10a.) 
 
 

REGULACIÓN DE COMUNICACIÓN SOCIAL. EL PÁRRAFO OCTAVO 
DEL ARTÍCULO 134 CONSTITUCIONAL NO VERSA SOBRE MATERIA 
ELECTORAL. El párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución Federal 
establece los principios que deben regir las políticas de comunicación 
social de las autoridades de los tres órdenes de gobierno: el carácter 
institucional que debe animar a dicha comunicación social —en 
contraposición al uso personal de la publicidad oficial— y los fines 
informativos, educativos o de orientación social que debe perseguir. En 
este sentido, la comunicación social de las autoridades pertenecientes a 
todos los órdenes de gobierno no es un tema que pertenezca a lo que esta 
Suprema Corte ha considerado como materia electoral. Una muestra de 
ello es que el contenido de dicho precepto no se circunscribe al ámbito 
temporal de los “procesos electorales”, sino que esos principios disciplinan 
la comunicación social en todo momento. Por tanto, el contenido de dicha 
porción no versa sobre materia electoral, a pesar de que pueda 
reconocerse que la comunicación social de las autoridades de todos los 
niveles de gobierno eventualmente pueda tener alguna incidencia en ese 
ámbito.  
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XVII/2018 (10a.) 
 
 

CONCEPTO DE OMISIÓN COMO ACTOS DE AUTORIDAD. Desde un 
punto de vista conceptual, la simple inactividad no equivale a una omisión. 
En el ámbito jurídico, para que se configure una omisión es imprescindible 
que exista el deber de realizar una conducta y que alguien haya 
incumplido con esa obligación. En este sentido, las autoridades no sólo 
pueden afectar a los ciudadanos a partir de la realización de actos 
positivos, sino también a través de actos negativos u omisiones.  
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XVIII/2018 (10a.) 
 
 

TIPOS DE OMISIONES COMO ACTOS DE AUTORIDAD PARA FINES 
DEL JUICIO DE AMPARO. Pueden identificarse al menos tres tipos de 
omisiones en función del ámbito de competencia de las autoridades a las 
que se atribuye el incumplimiento de un deber: omisiones administrativas, 
omisiones judiciales y omisiones legislativas. Dentro de las omisiones 
legislativas puede a su vez distinguirse entre las omisiones legislativas 
absolutas y las relativas. Ahora, según lo resuelto por el Pleno en la 
controversia constitucional 14/2015, las primeras se presentan cuando el 
órgano legislativo “simplemente no ha ejercido su competencia de crear 
leyes en ningún sentido”; en cambio, las segundas ocurren cuando el 
“órgano legislativo [ha] ejercido su competencia, pero de manera parcial o 
simplemente no realizándola de manera completa e integral, impidiendo 
así el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes.” 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XIX/2018 (10a.) 
 
 

DIFERENCIAS ENTRE LAS LAGUNAS NORMATIVAS Y LAS 
OMISIONES LEGISLATIVAS. Existe una laguna normativa cuando el 
legislador no regula un supuesto de hecho específico, de tal forma que un 
caso concreto comprendido en ese supuesto no puede ser resuelto con 
base en normas prexistentes del sistema jurídico. En cambio, una omisión 
legislativa se presenta cuando el legislador no expide una norma o un 
conjunto de normas estando obligado a ello por la Constitución. Así, 
mientras las lagunas deben ser colmadas por los jueces creando una 
norma que sea aplicable al caso (o evitando la laguna interpretando las 
normas existentes de tal forma que comprendan el supuesto que se les 
presenta), una omisión legislativa no puede ser reparada unilateralmente 
por los tribunales, pues éstos no tienen competencia para emitir las leyes 
ordenadas por la Constitución, por lo que es el órgano legislativo quien 
debe cumplir con su deber de legislar.  
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XX/2018 (10a.) 
 
 

OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL 
JUICIO DE AMPARO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que en el marco del juicio de amparo sólo habrá 
una omisión legislativa propiamente dicha cuando exista un mandato 
constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en un 
determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida total o 
parcialmente. En efecto, en caso de no existir un mandato constitucional 
que establezca con toda claridad el deber de legislar, la conducta de la 
autoridad carecería de toda relevancia jurídica para efectos del juicio de 
amparo, de ahí que en esta vía procesal no tenga mucho sentido hablar 
de omisiones de ejercicio potestativo. Por último, es importante aclarar 
que autoridades distintas al Congreso de la Unión también podrían estar 
constitucionalmente obligadas a emitir normas generales, abstractas e 
impersonales.  
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXI/2018 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE RELATIVIDAD. SU REINTERPRETACIÓN A PARTIR DE 
LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO DE 2011. A partir de 
la reforma de junio de 2011 al juicio de amparo se amplió el espectro de 
protección de dicho mecanismo procesal, de tal manera que ahora es 
posible proteger de mejor forma los derechos fundamentales que tengan 
una dimensión colectiva y/o difusa. Así, el juicio de amparo que 
originalmente fue concebido para proteger derechos estrictamente 
individuales y exclusivos, ahora también puede utilizarse para proteger 
derechos con una naturaleza más compleja. Por esa razón, recientemente 
esta Primera Sala ha reconocido la necesidad de reinterpretar el principio 
de relatividad de las sentencias de amparo, puesto que mantener la 
interpretación tradicional de dicho principio en muchos casos acabaría 
frustrando la finalidad sustantiva del juicio de amparo: la protección de 
todos los derechos fundamentales. Por lo demás, la necesidad de dicha 
reinterpretación se ha hecho especialmente patente en casos recientes en 
los que esta Suprema Corte ha analizado violaciones a derechos 
económicos, sociales y culturales, puesto que si se mantuviera una 
interpretación estricta del principio de relatividad, en el sentido de que la 
concesión del amparo nunca puede suponer algún tipo de beneficio 
respecto de terceros ajenos al juicio, en la gran mayoría de los casos sería 
muy complicado proteger este tipo de derechos en el marco del juicio de 
amparo, teniendo en cuenta que una de sus características más 
sobresalientes es precisamente su dimensión colectiva y difusa. Con todo, 
las consideraciones anteriores no significan que la reforma constitucional 
de 10 de junio de 2011 haya eliminado el principio de relatividad, sino 
solamente que debe ser reinterpretado. En este orden de ideas, esta 
Primera Sala entiende que el principio de relatividad ordena a los 
tribunales de amparo estudiar en las sentencias únicamente los 
argumentos de las partes —supliéndolos si así procediera— y, en su caso, 
conceder el amparo sólo para el efecto de que se restituyan los derechos 
violados de los quejosos, sin que sea relevante para efectos de la 
procedencia del juicio el hecho de que una sentencia estimatoria 
eventualmente pudiera traducirse también en alguna ventaja o beneficio 
para personas que no fueron parte del litigio constitucional. Lo anterior 
implica que los jueces de amparo no pueden ordenar directamente en sus 
sentencias la protección de los derechos de personas que no hayan 
acudido al juicio de amparo, sin embargo, es perfectamente admisible que 
al proteger a los quejosos, indirectamente y de manera eventual, se 
beneficie a terceros ajenos a la controversia constitucional.  
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló 
voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en 
la presente tesis. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José 
Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 



 
 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXII/2018 (10a.) 
 
 

OMISIONES LEGISLATIVAS. LOS TRIBUNALES DE AMPARO TIENEN 
FACULTADES PARA ORDENAR LA RESTITUCIÓN DE LOS 
DERECHOS DE LOS QUEJOSOS CUANDO ÉSTOS HAYAN SIDO 
VIOLADOS POR. En un Estado constitucional de derecho todas las 
autoridades deben respetar la Constitución. Así, aun cuando el Poder 
Legislativo tenga una función de la máxima importancia dentro nuestro 
orden constitucional y ésta se le haya encomendado de manera exclusiva 
—aunque con cierta intervención del Poder Ejecutivo—, también se 
encuentra sometido a la Constitución. En consecuencia, cuando exista 
una omisión legislativa el Poder Legislativo no es libre para decidir no 
legislar. En efecto, cuando la Constitución establece un deber de legislar 
respecto de algún tema en específico a cargo del Poder Legislativo, el 
ejercicio de la facultad de legislar deja de ser discrecional y se convierte 
en una competencia de ejercicio obligatorio. En este escenario, la única 
manera de mantener un estado de regularidad constitucional es que los 
tribunales de amparo estén en aptitud de determinar si en un caso 
concreto una omisión de legislar se traduce además en una vulneración a 
los derechos de las personas. En esta lógica, sostener la improcedencia 
del juicio amparo contra omisiones legislativas cuando se alega que 
vulneran derechos fundamentales implicaría desconocer la fuerza 
normativa a la Constitución, situación que es inaceptable en un Estado 
constitucional de derecho. Así, cuando exista un mandato constitucional 
expreso dirigido al Poder Legislativo en el que se le imponga claramente el 
deber de legislar o de hacerlo en algún sentido específico, los tribunales 
de amparo tienen la responsabilidad de velar por el cumplimiento de la 
Constitución. Particularmente, tienen el deber de proteger a las personas 
frente a las omisiones del legislador, garantizando que éstas no se 
traduzcan en vulneraciones de sus derechos fundamentales. 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXIII/2018 (10a.) 
 
 

TRIBUNALES DE AMPARO DEBEN GARANTIZAR UN CLIMA DE 
SEGURIDAD Y LIBERTAD PARA QUE LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN PUEDAN CUMPLIR CON SU IMPORTANTE FUNCIÓN 
EN EL EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. Uno de los 
elementos de la dimensión colectiva de la libertad de expresión es la 
existencia de medios de comunicación profesionales e independientes. En 
este sentido, esta Suprema Corte ha destacado que los medios de 
comunicación son una pieza clave para el adecuado funcionamiento de 
una democracia, toda vez que permiten a los ciudadanos recibir 
información y conocer opiniones de todo tipo al ser precisamente el 
vehículo para expresar ideas sobre asuntos de interés público y difundirlas 
entre la sociedad. En estas condiciones, corresponde a los tribunales de 
amparo garantizar la existencia de un clima de seguridad y libertad en la 
que los medios puedan desplegar vigorosamente la importante función 
que están llamados a cumplir en una sociedad democrática como la 
mexicana. 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXIV/2018 (10a.) 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA OMISIÓN DE EXPEDIR UNA LEY QUE 
REGULE EL GASTO EN PUBLICIDAD OFICIAL VULNERA LA. Esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la falta de reglas 
claras y transparentes que establezcan los criterios con los cuales se 
asigna el gasto de comunicación social de las distintas instancias de 
gobierno constituye un medio de restricción indirecta a la libertad de 
expresión prohibido por los artículos 7 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 13.3 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. En efecto, la ausencia de esta regulación propicia 
que la política de gasto en comunicación social canalice los recursos 
fiscales hacia medios afines a las posiciones del gobierno y niegue el 
acceso a esos recursos —o simplemente se amenace con restringirlo— a 
los medios de comunicación que son críticos con las políticas del 
gobierno. De esta manera, la restricción indirecta a la libertad de expresión 
trae consigo además un “efecto silenciador” de los medios de 
comunicación críticos, en la medida en que a través de la asfixia financiera 
se prescinde de puntos de vista que enriquecen el debate robusto que 
debe existir en una democracia sobre asuntos de interés público. Por lo 
demás, este estado de cosas inconstitucional también tiene un efecto 
disuasivo en el ejercicio de la libertad de expresión de los medios de 
comunicación en general, toda vez que las afectaciones financieras que 
sufren los medios críticos pueden llevar a los demás a adoptar posiciones 
deferentes con el gobierno con la finalidad de no perder los recursos 
asignados a la difusión de la publicidad oficial. En consecuencia, esta 
Primera Sala entiende que la omisión de expedir la ley reglamentaria del 
párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución, en los términos del 
artículo tercero transitorio del decreto de la reforma constitucional de 10 de 
febrero de 2014, viola el derecho a la libertad de expresión en su 
dimensión colectiva y también se traduce en una clara afectación a la 
dimensión individual de este derecho. 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA XXV/2018 (10a.) 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LOS MEDIOS NO TIENEN UN DERECHO 
CONSTITUCIONAL A QUE SE LES ASIGNE PUBLICIDAD OFICIAL. 
Esta Primera Sala estima importante aclarar que ni de la libertad de 
expresión ni de ninguna otra disposición constitucional se desprende que 
los medios de comunicación tengan un derecho a que se les asignen 
recursos estatales por difundir publicidad oficial. Lo que la Constitución 
exige es, por un lado, que el ejercicio del gasto en comunicación social del 
gobierno atienda a los principios previstos en el artículo 134 constitucional 
y, por otro lado, que la libertad de expresión no sea afectada por la 
ausencia de reglas claras sobre ese tipo de gasto. 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quienes 
formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: José Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXVI/2018 (10a.) 
 
         

FINIQUITO DE LOS CONTRATOS DE OBRAS PÚBLICAS. SU 
NATURALEZA JURÍDICA. De los artículos 46, 55, 62 y 64 de la Ley de 
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, se advierte que 
el finiquito en la terminación de los contratos de obras públicas no es una 
facultad discrecional de las autoridades contratantes sino que es un 
proceso requerido por la ley, que ha de llevarse a cabo con independencia 
de la voluntad de la entidad pública, es decir, que resulta en una facultad 
no renunciable, que debe ejercitarse. Asimismo, la emisión del finiquito 
unilateral no es un negocio jurídico, sino una declaración unilateral de un 
ente público en ejercicio de la función administrativa, encaminada a 
producir efectos jurídicos frente al particular y a la autoridad misma, 
amparada por la presunción de legalidad y ejecutoriedad característica de 
los actos administrativos, de lo que también se colige la imposibilidad de 
revocarlo sin el consentimiento expreso y escrito del particular, si es 
favorable al contratista, así como la necesidad de notificarlo 
personalmente para que resulte oponible a terceros. Así, el finiquito de los 
contratos de obras públicas no encuadra en la calificación de un acto 
bilateral cuyo contenido puede impugnarse mediante un juicio civil, sino 
que se trata de un acto de naturaleza jurídica administrativa. 
Amparo directo en revisión 393/2016. Coconal, S.A.P.I. de C.V. 8 de 
junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga 
Chan Temblador. 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXVII/2018 (10a.) 
 
         

TERCERÍA COADYUVANTE. LA DECLARACIÓN DE REBELDÍA DEL 
DEMANDADO NO IMPLICA LA FALTA DE ASOCIACIÓN ENTRE LA 
PARTE COADYUVADA Y EL TERCERO COADYUVANTE PARA 
EFECTOS DE QUE ÉSTE CONTINÚE CON EL INTERÉS 
CONCORDANTE A FIN DE SUSTANCIAR EL JUICIO HASTA LAS 
ULTERIORES DILIGENCIAS. Conforme con los artículos 1364 y 1365 del 
Código de Comercio, las tercerías coadyuvantes pueden oponerse en 
cualquier juicio, independientemente de la acción ejercida y del estado en el 
que se encuentre, siempre y cuando no se haya pronunciado sentencia 
ejecutoria; y tienen como finalidad, auxiliar la pretensión del demandante o 
del demandado, mientras que su efecto no es otro que asociar a quien la 
interpone con la parte cuyo derecho coadyuva, a fin de que el juicio 
continúe sustanciándose hasta las diligencias ulteriores. En ese sentido, 
aun cuando no le asiste el carácter de parte –pues su intervención es 
accesoria y subordinada–, es importante tener en cuenta su participación 
en el proceso, ya que interviene para defender o proteger los intereses del 
coadyuvado. Es por ello, que si bien la actuación procesal del tercero 
coadyuvante se encuentra limitada por la conducta asumida por la parte 
principal, pues está autorizado para efectuar actos en beneficio de la 
situación del coadyuvado, debe entenderse en la medida en que no sean 
incompatibles o perjudiquen el interés de este último. Consecuentemente, 
aun cuando la actividad del tercero coadyuvante se circunscribe a suplir la 
actividad del coadyuvado –siempre que no vaya contra su voluntad ni sus 
intereses–, empero, no se encuentra del todo limitada en su participación 
en el proceso por la actuación principal, puesto que si así fuera, bastaría 
que la parte coadyuvada se dejara vencer en cualquiera de las etapas 
para maniatar las posibilidades procesales del tercero coadyuvante; de 
ahí que resulte lógico que este último pueda ejecutar los actos procesales 
que la parte a quien ayuda hubiera podido realizar por sí misma, claro 
está, si no hay oposición expresa del adherido. Por tanto, el hecho de que 
se declare la rebeldía de la demandada, no implica que no esté satisfecho 
el requisito esencial de la asociación entre la coadyuvada y el tercero 
coadyuvante, pues aun ante la ausencia de la parte principal, el tercerista 
coadyuvante puede continuar con el interés concordante, a fin de 
sustanciar el juicio hasta las ulteriores diligencias. 
 
Amparo directo en revisión 3720/2017. María del Pilar Román Genchi. 6 
de diciembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan 
Temblador. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA XXVIII/2018 (10a.) 
 
         

TERCERÍA COADYUVANTE. SU NATURALEZA JURÍDICA. Del artículo 
1365 del Código de Comercio, se advierte que las tercerías coadyuvantes 
producen el efecto de asociar a quien las interpone, con la parte en cuyo 
derecho coadyuva, a fin de que el juicio continúe según el estado en que 
se encuentra, y se sustancie hasta las ulteriores diligencias con el tercero 
y el coadyuvado. Conforme a ello, el tercero coadyuvante tiene un interés 
legítimo propio en un conflicto ajeno, por lo que no puede considerársele 
parte dentro del proceso, en tanto: a) no le asiste el carácter de actor ni 
demandado; b) con su intervención no da origen a ningún nuevo proceso; 
c) dicha adhesión no se homologa a la presentación de la demanda; y, d) 
no sigue un pleito propio sino el de otra persona. En ese sentido, las 
tercerías coadyuvantes tienen como finalidad auxiliar la pretensión del 
demandante o del demandado, las cuales pueden oponerse en cualquier 
juicio, independientemente del estado en que se encuentra, siempre y 
cuando no se haya pronunciado sentencia ejecutoria.  
 
Amparo directo en revisión 3720/2017. María del Pilar Román Genchi. 6 
de diciembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan 
Temblador. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXIX/2018 (10a.) 
 
 
PERITOS. EL DESEMPEÑO DE SU ENCARGO DEBE REGIRSE POR 
EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD, AUN TRATÁNDOSE DE LOS 
DESIGNADOS POR LAS PARTES. La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha reconocido que el objeto de la prueba pericial 
es auxiliar al juzgador en la evaluación de hechos o circunstancias que 
requieren conocimientos técnicos y especializados de los cuales carece, 
por lo que se ha estimado que los peritos actúan como verdaderos 
auxiliares en la administración de justicia, pues a través de sus 
conocimientos hacen posible el ejercicio de la labor jurisdiccional al 
permitir al Juez dirimir la controversia sometida a su conocimiento; de ahí 
que el desempeño de su encargo debe regirse por el principio de 
imparcialidad, el cual los obliga a permanecer ajenos a los intereses de las 
partes en controversia, aun cuando éstas los hubieran designado, pues su 
actuación debe contribuir a resolver el juicio sin favorecerlas 
indebidamente. Ahora bien, del análisis de los preceptos que regulan la 
prueba pericial en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, se advierte que respecto de 
los peritos designados por las partes, a pesar de esta circunstancia y de 
que son ellas quienes en principio cubren sus honorarios, existe la 
presunción de que los peritos actúan de forma imparcial; sin embargo, 
dicha presunción admite prueba en contrario, por lo que ante el reclamo 
de alguna de las partes en el sentido de que alguno de los peritos se ha 
conducido con parcialidad, el Juez debe evaluar el desempeño de la 
función auxiliar encomendada, analizando los diversos elementos que 
concurren en el caso para determinar si la presunción iuris tantum ha 
quedado desvirtuada, y tomando en cuenta que la carga de la prueba 
corresponde a quien alega que el principio de imparcialidad no fue 
respetado. 
 
Amparo directo 28/2015. Hospital Santa Fe, S.A. de C.V., actualmente 
Star Médica Centro, S.A. de C.V. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los 
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 



 
 

 
TESIS AISLADA XXX/2018 (10a.) 

 
 
DICTAMEN PERICIAL EN MATERIA MÉDICA. EL VALOR 
PROBATORIO DEL RENDIDO POR UN MÉDICO GENERAL FRENTE 
AL EMITIDO POR UN MÉDICO ESPECIALISTA SE DETERMINA POR 
LA IDONEIDAD DE LA INFORMACIÓN CIENTÍFICA APORTADA Y SU 
UTILIDAD PARA LA SOLUCIÓN DE LA CONTROVERSIA. En relación 
con el valor de la prueba pericial en general, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. CCXCIV/2013 
(10a.), señaló que cuando un dictamen sea rendido por un perito cuyo 
campo de especialización carezca de vinculación o proximidad con la 
materia de la prueba, éste carecerá de alcance probatorio; por el contrario, 
cuando el campo en el que se encuentra reconocido como experto posea 
un cierto grado de vinculación con la materia en torno a la cual versa el 
peritaje, podrá generar convicción en el órgano jurisdiccional, pero ello 
dependerá del grado de proximidad, así como de un análisis estricto del 
contenido del dictamen; así, entre mayor sea el grado de especialización 
del perito sobre la materia a dictaminar, mayor será el grado de convicción 
que puede generar en el juzgador. Sin embargo, si bien la especialización 
como cualidad de los peritos, en principio, conlleva la aportación de 
conocimientos de mayor calidad científica sobre algún tema en específico, 
ello no implica que el juzgador deberá otorgar en automático pleno valor 
probatorio a este tipo de dictámenes frente al rendido por alguien que no 
tenga dicha especialización, ni tampoco que deba negarle cualquier tipo 
de valor convictivo a este último, sino simplemente que superada la 
idoneidad del perito para ejercer el cargo, entre menor sea la proximidad 
del grado de experticia con relación al objeto de la prueba pericial, el 
juzgador deberá realizar un examen más escrupuloso de razonabilidad 
sobre dicho dictamen a efecto de determinar su valor convictivo. Lo 
anterior resulta aplicable a la pericial médica, pues el solo hecho de que 
un dictamen se emita por un médico que no es especialista no implica que 
carezca de valor probatorio, pues en términos del artículo 346 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad 
de México, dicho perito, en tanto cuente con un título profesional que lo 
acredite como médico, puede emitir un dictamen en materia médica; por lo 
que ante la concurrencia de su dictamen con los emitidos por médicos 
especialistas, el juzgador deberá realizar un análisis más escrupuloso de 
razonabilidad sobre el rendido por aquél, a efecto de verificar que la 
información brindada resulte útil e idónea para la solución del caso, para lo 
cual deberá exponer las razones por las cuales considera que dicho 
dictamen tiene valor probatorio a pesar de la menor proximidad entre la 
capacidad científica del perito y la materia de la prueba; de ahí que el valor 
probatorio de los dictámenes periciales en materia médica no viene 
determinado necesariamente por la especialización de los peritos, sino 
fundamentalmente por la idoneidad de la información científica aportada y 
su utilidad para la solución de la controversia, lo cual deberá valorar el 
juzgador en cada caso concreto. 
 
Amparo directo 28/2015. Hospital Santa Fe, S.A. de C.V., actualmente 
Star Médica Centro, S.A. de C.V. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los 
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 



 
 

 
Nota: La tesis aislada 1a. CCXCIV/2013 (10a.) citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXV, octubre de 2013 Tomo 2, página 1059, con el rubro: “PRUEBA 
PERICIAL. SU ALCANCE PROBATORIO ACORDE A LA PROXIMIDAD 
ENTRE EL CAMPO DE SU ESPECIALIZACIÓN DEL PERITO Y LA 
MATERIA DEL DICTAMEN.” 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXI/2018 (10a.) 
 
 

CONCUBINATO. LA EXIGENCIA DE UNA DECLARACIÓN JUDICIAL 
PARA TENERLO POR CONCLUIDO CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN 
EXCESIVA AL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación reconoce que la decisión de comenzar un concubinato, 
permanecer en él o darlo por terminado, forma parte de un plan de vida 
elegido de manera autónoma por una persona, de suerte que cualquiera 
de estas decisiones entra en el ámbito de tutela del derecho humano al 
libre desarrollo de la personalidad. Por tanto, exigir una declaración judicial 
como requisito necesario para darlo por terminado implica una restricción 
desproporcionada al derecho humano en comento, ya que dicha exigencia 
desplaza completamente la voluntad de los concubinos como el elemento 
esencial en la adopción de este modelo de familia, para ser sustituido por 
el reconocimiento y declaración del Estado a través de una autoridad 
judicial, condición que no se encuentra justificada ni siquiera en función de 
la protección del principio de seguridad jurídica, pues si bien la existencia 
de una declaración judicial que reconozca tal circunstancia se constituye 
como una prueba idónea a efecto de brindar certeza a las partes, lo cierto 
es que no es la única manera de satisfacer este principio, ya que nada 
impide que dicha terminación sea acreditada por otros medios de prueba, 
de ahí que elevar a rango de requisito necesario un elemento que 
únicamente constituye una prueba idónea, vuelve desproporcionada la 
medida y vulnera injustificadamente el derecho humano al libre desarrollo 
de la personalidad, tomando en cuenta que el concubinato es una unión 
de hecho cuya configuración no se encuentra sujeta a formalidades. 
 
Amparo Directo en Revisión 3319/2016. Ezequiel Navarro Rodríguez. 12 
de julio de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXII/2018 (10a.) 
 
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 268 DE LA LEY 
RELATIVA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE 
LA LEY. De la lectura sistemática a los artículos 1°, 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se desprende el 
derecho a la irretroactividad de la ley como una garantía a los principios de 
progresividad de los derechos humanos y de seguridad jurídica, con la 
finalidad de asegurar a los gobernados que, entre otras situaciones, 
tendrán certeza sobre la afectación que pudiera surgir con la entrada en 
vigor de una norma dirigida a regular situaciones sobre las que las 
personas hubieran adquirido un derecho. En este sentido, el derecho de 
una situación jurídica comprende tres momentos: el de constitución, el de 
producción de sus efectos y el de extinción, lo que implica que el principio 
general es que la aplicación de toda ley es inmediata; esto es, que se 
aplica en el presente y, salvo que sea en beneficio de una persona y bajo 
determinadas circunstancias y requisitos, podrá operar en el pasado. 
Ahora bien, el artículo 268 de la Ley de Instituciones de Crédito prevé las 
hipótesis de procedencia del recurso de revocación en los procedimientos 
de liquidación judicial de instituciones de banca múltiple, que, al ser una 
norma de carácter procesal, su aplicación deberá realizarse en el 
momento en que se acciona el litigio; pues las normas adjetivas nacen con 
el procedimiento y se agotan con cada etapa, por ello, no es posible alegar 
la adquisición de derechos procesales desde el momento en que se 
constituyó la persona moral de banca múltiple, aun cuando se presumiera 
una futura e incierta contienda en la que pudiera ser parte. 
 
Amparo en revisión 96/2017. José Eduardo García Heredia. 3 de mayo 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en 
la presente tesis. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXIII/2018 (10a.) 
         

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EL HECHO DE QUE EL 
ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE AMPARO NO LA PREVEA A FAVOR DE 
LAS MUJERES ADULTAS MAYORES NO IMPLICA UNA 
TRANSGRESIÓN A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La suplencia de la 
queja deficiente es una institución que se justifica por la necesidad de 
equilibrar el proceso, especialmente cuando se trata de favorecer a 
determinados sectores de la sociedad históricamente desaventajados. 
Dicha institución está prevista en el artículo 107, fracción II, de la 
Constitución Federal, que dispone que en el juicio de amparo deberá 
suplirse la deficiencia de los conceptos de violación o agravios de acuerdo 
con lo que disponga la ley reglamentaria. Por ende, corresponde al 
legislador democrático definir los supuestos y condiciones de aplicación de 
la suplencia de la queja en búsqueda de la igualdad procesal. Ahora bien, 
el hecho de que el artículo 79 de la Ley de Amparo no prevea de manera 
expresa la procedencia de la suplencia de la queja a favor de las mujeres 
adultas mayores no implica un tratamiento discriminatorio proscrito por el 
artículo 1° de la Constitución Federal, máxime que su imprevisión no 
significa que tratándose de casos que las involucren no haya posibilidad 
de operar con dicha institución, siempre que concurran el resto de 
condiciones normativas y fácticas a que se refieren las diversas fracciones 
del precepto legal. A manera de ejemplo, la suplencia de la queja en las 
materias penal, agraria y laboral puede operar en favor de mujeres adultas 
mayores siempre que se actualicen los supuestos que el legislador, en 
ejercicio de su libertad configurativa, previó para tales efectos, como 
puede ser que se trate de inculpadas, víctimas u ofendidas del delito, 
ejidatarias  comuneras (fracciones III a V) o en cualquier materia cuando 
se advierta que ha habido en su contra una violación evidente de la ley 
que las haya dejado sin defensa por afectar sus derechos humanos 
(fracción IV), o cuando por sus condiciones de pobreza o marginación se 
encuentren en clara desventaja social para su defensa en el juicio 
(fracción VII). En suma, el artículo 79 de la Ley de Amparo no se torna 
inconstitucional por carecer de un supuesto específico a favor de las 
mujeres adultas mayores, debiéndose tomar en consideración que el 
legislador democrático previó la operatividad de la suplencia de la queja 
en su beneficio no como una categoría absoluta, sino a partir de las 
condiciones normativas y fácticas que justificarían la intervención judicial a 
fin de equilibrar los medios y posibilidades de actuación procesal de las 
partes.   
 
Amparo directo en revisión 4774/2015. Alicia Gil Ortiz. 16 de marzo de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto 
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco Villa. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA XXXIV/2018 (10a.) 
 
         

COSTAS EN CONCURSOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 48 DE LA 
LEY DE LA MATERIA, QUE PREVÉ SU CONDENA CUANDO SEA 
IMPROCEDENTE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO MERCANTIL, 
NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. El 
precepto citado, al establecer que en la sentencia que declara 
improcedente el concurso mercantil el Juez condenará al acreedor 
demandante o al solicitante, en su caso, a pagar los gastos y costas 
judiciales, incluidos los honorarios y gastos del visitador, no vulnera el 
derecho de acceso a la justicia, pues si bien prevé un sistema objetivo de 
condenación en costas al atender al hecho de la improcedencia de la 
solicitud o de la demanda del concurso, esa circunstancia se justifica en la 
naturaleza de ese proceso, cuya sustanciación genera mayores molestias 
y perjuicios a las que tienen lugar en otro tipo de juicio, por lo que no 
podría sostenerse que el sistema de condena en costas sea el de 
vencimiento puro, sino más bien el de compensación o indemnización, 
cuyo propósito es restituir a quien injustificadamente ha sido llamado a 
juicio de los gastos en que hubiere incurrido con motivo del proceso. En 
este sentido, cuando el comerciante solicita su concurso mercantil y éste 
resulta improcedente, el pago de las costas a su cargo se justifica porque 
sometió a sus acreedores a las molestias derivadas de impedir el pago de 
los adeudos correspondientes o la continuación de los procesos de 
ejecución que se hubieren iniciado; por su parte, cuando es la demanda 
de concurso planteada por un acreedor la que no prospera, la condena en 
costas a su cargo también se justifica por las molestias ocasionadas al 
comerciante con la visita, quien debió permitir el acceso a su 
documentación contable y financiera por parte del visitador, así como las 
derivadas de alguna medida cautelar, o alguna otra de las medidas que 
puedan llegar a tomarse. Lo anterior, sin perjuicio de que, de ser el caso, 
el Juez pueda fundar la condena en el sistema subjetivo que atiende a la 
temeridad o mala fe conforme al artículo 1084 del Código de Comercio, 
también admitido en los juicios mercantiles y cuya aplicación no 
contravendría al sistema previsto en la norma especial analizada. 
 
Amparo directo en revisión 7071/2016. Metrofinanciera S.A., Promotora 
de Inversión de C.V., SOFOM, E.N.R. y otra. 15 de noviembre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXV/2018 (10a.) 
 
         

CONCURSOS MERCANTILES. LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY 
RESPECTIVA NO CONTRAVIENEN LOS DERECHOS DE IGUALDAD Y 
DE ACCESO A LA JUSTICIA. Los mencionados artículos no contravienen 
el derecho de igualdad ni  de acceso a la justicia, al exigir que cuando el 
acreedor demanda la declaración de concurso mercantil, el comerciante 
deba ubicarse en los dos siguientes supuestos: a) que las obligaciones 
vencidas en al menos treinta días, representen el 35% o más de todas las 
obligaciones del comerciante a la fecha de la demanda o solicitud del 
concurso; y b) que el comerciante no tenga activos para hacer frente a por 
lo menos el 80% de sus obligaciones vencidas a la presentación de la 
demanda o solicitud; esto, a fin de considerar que el comerciante se 
encuentra en incumplimiento generalizado en el pago de sus obligaciones, 
como condición necesaria para que se proceda a la declaración del 
concurso mercantil; a diferencia de cuando la solicitud de tal concurso 
proviene del propio comerciante, en que le basta encontrarse en uno de 
los dos mencionados supuestos para lograr la declaración pretendida. Tal 
diferencia en la regulación se justifica, en primer lugar, en el propósito del 
legislador de establecer no solamente un elemento objetivo de valoración 
del incumplimiento generalizado, sino dos, en consonancia con las 
tendencias actuales de la materia concursal, donde no solamente se toma 
en cuenta la insolvencia, sino sobre todo la iliquidez del comerciante, de 
manera que cuando se demanda su declaración de concurso por una 
persona distinta (algún acreedor o el Ministerio Público), es precisa la 
demostración de ambas hipótesis como prueba de que ya se encuentra en 
franco estado de incumplimiento generalizado e indebidamente no ha 
cumplido la carga de solicitar su concurso; máxime cuando el 
sometimiento al proceso de concurso implica ciertas molestias y perjuicios 
al comerciante, como la visita de verificación que implica la revisión de sus 
documentos contables y financieros, o la imposición de ciertas medidas 
provisionales; en cambio, el beneficio conferido al comerciante para que 
pueda solicitar su declaración de concurso con la sola comprobación de 
uno de los dos elementos, obedece a que el derecho concursal no 
solamente tutela los intereses de los acreedores y del deudor, sino 
también el interés público de conservación de la empresa como unidad 
económica, por lo que el proceso de concurso busca funcionar en primer 
lugar como una forma de lograr la revitalización de la empresa del 
comerciante y cuando esto no se consigue, el propósito es la venta de sus 
unidades productivas y demás bienes para la resolución de los adeudos 
de la mejor forma posible; de manera que en esa lógica, y como el 
comerciante es el que se encuentra en mejores condiciones de conocer su 
situación financiera y económica, debe tener la posibilidad de acogerse 
tempranamente a los beneficios del proceso concursal para sanear sus 
finanzas y lograr la conservación de su empresa cuando advierta la 
inminencia de un incumplimiento generalizado, de ahí que no le resulte 
forzosa la comprobación de ambos requisitos. 
 
Amparo directo en revisión 7071/2016. Metrofinanciera S.A., Promotora 
de Inversión de C.V., SOFOM, E.N.R. y otra. 15 de noviembre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 



 
 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXVI/2018 (10a.) 
 
 

AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. LO 
SON AQUELLOS QUE PRETENDEN DEMOSTRAR LA IMPORTANCIA 
Y TRASCENDENCIA DE UN AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN SIN 
DESVIRTUAR LA INEXISTENCIA DE UNA CUESTIÓN PROPIAMENTE 
CONSTITUCIONAL. Conforme al artículo 107, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la procedencia del 
recurso de revisión en amparo directo está supeditada a que subsista una 
cuestión propiamente constitucional y su resolución revista importancia y 
trascendencia para el orden jurídico nacional; de ahí que cuando el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante 
acuerdo desecha ese medio de impugnación por no subsistir una cuestión 
propiamente constitucional, y en su contra se interpone el recurso de 
reclamación, planteando argumentos tendentes a evidenciar que la 
resolución del recurso desechado revestiría importancia y trascendencia, 
sin desvirtuar la inexistencia de la cuestión propiamente constitucional, 
dichos planteamientos deben desestimarse por inoperantes, máxime que 
la insubsistencia de un planteamiento de constitucionalidad, por sí misma, 
es suficiente para considerar que debe seguir rigiendo el sentido del 
acuerdo impugnado, relativo a que el recurso de revisión en amparo 
directo no cumple con los requisitos normativos para su procedencia. 
 
Recurso de reclamación 672/2017. Gualberto García Hernández. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado. 
 
Recurso de reclamación 673/2017. Gualberto García Hernández. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXVII/2018 (10a.) 
 
         

PUBLICIDAD EXTERIOR. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY RELATIVA DEL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO 
PREVÉ UNA MULTA EXCESIVA NI TRANSGREDE EL ARTÍCULO 22 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
determinado que las multas fijas violan el artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues imponen idéntica 
penalidad de manera invariable e inflexible a una serie de casos 
heterogéneos, lo cual genera un tratamiento desproporcionado a los 
particulares. Ahora bien, el artículo 86 de la Ley de Publicidad Exterior del 
Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, sanciona con multa al 
publicista y al responsable solidario que sin contar con el permiso 
administrativo temporal revocable, licencia o autorización temporal 
respectivo, ejecute o coadyuve en la instalación de un anuncio y la 
posibilidad de multiplicarla hasta el doble en caso de reincidencia, la cual 
está configurada entre un mínimo y un máximo para su imposición, al 
oscilar entre 1500 a 2000 días de salario mínimo general vigente en el 
Distrito Federal. Así, el hecho de que se prevean límites para imponerla, 
obliga a la autoridad a sancionar dentro de ellos y al mismo tiempo 
razonar su arbitrio al momento de fijar la multa en cada caso concreto; es 
decir, la autoridad puede actuar dentro de esos límites (mínimo y máximo), 
pero siempre tendrá la obligación de fundar y motivar su determinación, lo 
que sólo puede hacer atendiendo a las peculiaridades del infractor en 
cada caso concreto. En este sentido, el artículo 80, fracción I, de la Ley de 
Publicidad Exterior del Distrito Federal, establece que las sanciones por la 
comisión de infracciones a esa ley se impondrán por el Instituto de 
Verificación Administrativa del Distrito Federal de conformidad con la Ley 
de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal (ahora denominada 
Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México), la cual, en 
su artículo 132, señala que la autoridad administrativa fundará y motivará 
su resolución, considerando para su individualización los daños que se 
hubieren producido o puedan producirse; el carácter intencional o no de la 
acción u omisión constitutiva de la infracción; así como la gravedad, la 
reincidencia y la capacidad económica del infractor; es decir, debe tomar 
en cuenta las circunstancias particulares al momento de individualizar las 
sanciones. En consecuencia, el artículo 86 de la Ley de Publicidad 
Exterior del Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, no prevé 
una multa excesiva ni transgrede el artículo 22 de la Constitución Federal, 
ya que hace indispensable la individualización de la sanción respectiva 
siempre que se opte por una mayor a la mínima prevista. 
 
Amparo directo en revisión 1510/2017. Ecoteam, S.A. de C.V. 6 de 
septiembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 



 
 

de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXVIII/2018 (10a.) 
 
         

PUBLICIDAD EXTERIOR. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY RELATIVA DEL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, ES 
ACORDE CON EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD. El artículo 22, 
párrafo primero, in fine, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tutela el principio de razonabilidad que rige a las multas, 
conforme al cual, serán válidas en la medida en que exista un motivo que 
justifique la punición en perjuicio de los particulares; esto es, una conducta 
será sancionable en la medida en que afecte alguna situación útil que el 
legislador pretenda proteger. Ahora bien, como se advierte de la 
exposición de motivos de la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, la multa de 1500 a 2000 días de 
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, contenida en su 
artículo 86, es proporcional a la infracción cometida, consistente en 
ejecutar o coadyuvar en la instalación de un anuncio sin contar con el 
permiso administrativo temporal revocable, licencia o autorización 
temporal respectivo, así como al bien jurídico que tutela, ya que lo que 
pretende proteger no sólo es la seguridad de las personas que habitan los 
inmuebles en los que se instalan anuncios, así como de quienes transitan 
por las vías públicas, sino también el paisaje urbano capitalino, ya que no 
debe tolerarse su saturación y desarticulación, que es uno de los pocos 
bienes de los que puede disfrutar gratuitamente toda persona. En 
consecuencia, el artículo 86 referido goza de validez constitucional, ya que 
es acorde con el principio de razonabilidad que rige a las multas contenido 
en el artículo 22 de la Constitución Federal.  
 
Amparo directo en revisión 1510/2017. Ecoteam, S.A. de C.V. 6 de 
septiembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XXXIX/2018 (10a.) 
 

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. RESTRICCIONES Y MODALIDADES DE 
ESCRUTINIO. Dicha libertad es la más asociada a las precondiciones de 
la democracia constitucional, pues a través de su ejercicio se permite a los 
ciudadanos discutir y criticar a los titulares del poder público, así como 
debatir reflexivamente para la formación de posición frente a los 
problemas colectivos. Sobre tales premisas, las restricciones para el 
ejercicio de la libertad de expresión deben someterse a distintas 
intensidades de escrutinio constitucional dependiendo si se proyectan 
sobre discursos valiosos para esas precondiciones democráticas. Así, 
pueden identificarse tres tipos de restricciones ligadas a distintas 
modalidades de escrutinio: 1) restricciones neutrales respecto de los 
contenidos, que son aquellas que se establecen sin tomar en 
consideración el tipo de ideas a expresar por las personas; aquí se 
encuentran las medidas que regulan el tiempo, modo y lugar de los 
distintos tipos de discurso, y éstas se deben evaluar por regla general con 
un estándar de escrutinio ordinario o de mera razonabilidad, a menos que 
se demuestre que tengan un efecto desproporcionado en perjuicio de un 
punto de vista minoritario, o bien, se compruebe que no existe otra 
posibilidad real para que las personas difumen los discursos; 2) 
restricciones dirigidas contra un determinado punto de vista, que son 
aquellas medidas que singularizan una determinada idea para hacerla 
merecedora de una restricción o de promoción en el debate público, 
comúnmente en la forma de un reproche o aprobación oficial; dichas 
medidas se toman para proteger el lado preferido de un debate y minar 
aquel lado que se rechaza. La medida busca silenciar un punto de vista y 
visibilizar otro distinto  y 3) restricciones dirigidas a remover un 
determinado contenido de la discusión, que son aquellas que identifican 
determinados temas, sin importar el punto de vista o el lado ocupado en el 
debate, para removerlos de su consideración pública o, bien para 
consagrarlos como temas obligados. Estas dos categorías, con 
independencia del tipo de discurso que regulen, se deben sujetar a un 
escrutinio estricto. Las medidas que buscan restringir un punto de vista y 
aquellas que buscan remover contenidos de la discusión tienen en común 
la pretensión de clasificar discursos para inhabilitarlos o bien promoverlos; 
sin embargo, ambas tienen distintos efectos en la deliberación; así, las 
primeras buscan influir en el debate, sin impedir la discusión del tema en 
cuestión, pero sí tomando partido por una de las posiciones, esperando 
que dicha posición prevalezca, mientras que las segundas son indiferentes 
a las posiciones de la discusión y buscan más bien remover el tema 
enteramente de toda consideración o bien posicionarlo en la conversación 
de manera forzosa. Aunque ambas medidas se deben sujetar a escrutinio 
estricto, estas últimas suelen arrojar mayor sospecha de 
inconstitucionalidad, pues a través de ellas el Estado buscar dictar una 
ortodoxia oficial.  
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TESIS AISLADA XL/2018 (10a.) 
 

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MODALIDAD INVOCABLE POR UNA 
PERSONA MORAL CONCESIONARIO DE RADIO COMO PARAMETRO 
DE CONTROL CONSTITUCIONAL PARA CUESTIONAR LAS 
OBLIGACIONES LEGALES EN RELACIÓN A SU PROGRAMACIÓN. La 
libertad de expresión se relaciona con distintas finalidades, ya que su 
protección persigue tanto facilitar la democracia representativa y el 
autogobierno, como la autonomía, la autoexpresión y la autorrealización 
del individuo. Así, por la multiplicidad de propósitos que le dan sentido, es 
que pueden identificarse dos dimensiones de dicho derecho: por un lado, 
la social o política, en donde se le concibe como una pieza central para el 
funcionamiento adecuado de la democracia representativa y, por otro, la 
individual, donde se asegura a las personas espacios esenciales para 
desplegar su autonomía. Ahora bien, las personas morales pueden 
invocar derechos humanos como parámetro de validez si la naturaleza de 
aquellos invocados se encuentra relacionada estrechamente con el tipo de 
actividades realizadas por ellas. Así, es constitucionalmente admisible que 
una persona moral, como lo es una concesionaria de radiodifusión, pueda 
invocar la libertad de expresión, por conformar un instrumento 
constitucional para la formación de la opinión pública No obstante, es 
necesario identificar la modalidad idónea para servir como parámetro de 
control. La dimensión individual —preocupada por proteger la autonomía 
de los individuos— podrá ser invocada por las personas en lo individual 
frente a las reglas que les impiden manifestarse en los medios de 
comunicación, y sólo por excepción por los medios de comunicación, pues 
las concesionarias de radiodifusión suelen ser personas morales, que se 
presentan en una forma institucional, cuyas líneas editoriales no son 
reducibles al pensamiento de una sola persona, sino a un conglomerado 
de ellas, quienes procesan y discuten visiones de la sociedad de una 
forma ordenada e institucionalizada. Más aún, su función es la de 
proporcionar un servicio público al ser un canal de deliberación, por lo que 
lejos de gozar de una concesión para desarrollar la autonomía de su 
titular, su deber constitucional es la de permitir la mayor discusión posible 
de los temas de relevancia pública y de propiciar que la mayoría de los 
puntos de vista de la sociedad se expresen en su servicio público, deberes 
constitucionales que se encontrarían en constante tensión si se 
reconociera un derecho de autonomía a las concesiones para excluir los 
puntos de vista con los cuales no coinciden y no discutir aquellos temas 
que sean contrarios a su visión personal de las cosas. Por tanto, los 
concesionarios de radiodifusión podrán preferentemente invocar como 
parámetro de control constitucional la dimensión social o política de la 
libertad de expresión.  
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TESIS AISLADA XLI/2018 (10a.) 
 

USO CORRECTO DEL LENGUAJE. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN IX, 
DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y 
RADIODIFUSIÓN, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN A LOS 
CONCESIONARIOS DE PROPICIARLO, VIOLA LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. El artículo mencionado establece un mandato general de 
“propiciar” ciertos puntos de vista en relación a temas considerados 
relevantes, lo que se prescribe previendo un listado de nueve temas que 
deben promoverse positivamente en las transmisiones de los 
concesionarios y, a contrario sensu, evitar aquellas opiniones adversas. 
Así al tratarse de medidas que singularizan un punto de vista, es que se 
estima que deben sujetarse a un escrutinio estricto, por lo que para lograr 
un reconocimiento de validez deben buscar realizar un fin constitucional 
imperioso, mostrar una estrecha relación de medio a fin y no existir una 
alternativa menos gravosa para lograr el mismo fin. Ahora bien, debe 
declararse la invalidez de la fracción IX de dicho precepto legal, la cual 
establece la obligación de los concesionarios de radiodifusión de propiciar 
en su programación el uso correcto del lenguaje, pues dicha medida no 
supera el primer paso del estándar, luego el fin legislativo observable de la 
norma es ilegítimo, ya que pretende que el Estado se erija en una 
autoridad lingüística y determine el uso correcto de las palabras en los 
medios de comunicación. Esto es constitucionalmente inaceptable porque 
el lenguaje no es un sistema normativo determinado por las fuentes 
jurídicas de nuestro sistema constitucional, sino por fuentes extra-
jurídicas, lo que provoca que la referida porción normativa vulnere la 
libertad de expresión de la concesionaria, pues al producir y transmitir 
programación debe cuidar no hacer un uso incorrecto del lenguaje, 
inhibiéndose de producir contenidos que consideraría valiosos para la 
discusión pública. Muchas veces, los concesionarios pueden considerar 
necesario que ciertos mensajes se transmitan en un lenguaje irreverente, 
poco convencional o incluso ofensivo para generar un impacto en los 
interlocutores y detonar una deliberación pública. La discusión desinhibida, 
robusta y plural necesaria en una democracia exige que los participantes 
no estén sujetos a un permanente temor de ser sancionados por un uso 
incorrecto del lenguaje. Así, la necesaria creatividad para la transmisión de 
sus ideas exige como presupuesto la preservación de la libertad para 
utilizar el lenguaje de la manera que mejor se considere.  
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INTEGRACIÓN DE LAS FAMILIAS. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN I, 
DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y 
RADIODIFUSIÓN, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN A LOS 
CONCESIONARIOS DE PROPICIARLA, NO VULNERA LA LIBERTAD 
DE EXPRESIÓN SI SE INTERPRETA DE MANERA CONFORME CON 
LA CONSTITUCIÓN. El artículo mencionado establece un mandato 
general de “propiciar” ciertos puntos de vista en relación a temas 
considerados relevantes, lo que se prescribe previendo un listado de 
nueve temas que deben promoverse positivamente en las transmisiones 
de los concesionarios y, a contrario sensu, evitar aquellas opiniones 
adversas. Así al tratarse de medidas que singularizan un punto de vista, 
es que se estima que deben sujetarse a un escrutinio estricto, por lo que 
para lograr un reconocimiento de validez deben buscar realizar un fin 
constitucional imperioso, mostrar una estrecha relación de medio a fin y no 
existir una alternativa menos gravosa para lograr el mismo fin. Ahora bien, 
la fracción I, del precepto impugnado prevé la obligación de propiciar la 
integración de las familias. Esta Suprema Corte considera que la norma 
supera el estándar propuesto, pues la protección de la familia, interpretado 
conforme con la Constitución, es una finalidad prevista en el artículo 4 
constitucional. Sin embargo, es necesario precisar que las autoridades 
deben ser muy cuidadosas en aplicar de manera conforme con la 
Constitución dicha porción normativa pues no podría entenderse en el 
sentido de imponer un solo modelo de familia, pues ello debe entenderse 
con base en la doctrina emitida por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 2/2010, 
en sesión del dieciséis de agosto de dos mil diez, en la que se estableció 
que el concepto de “familia” consagrado en el artículo 4 constitucional 
hace referencia a una realidad social, por lo que no puede excluirse 
ningún arreglo familiar, por tanto la fracción I del artículo 223 de la ley 
referida, debe leerse a la luz de esta doctrina jurisprudencial. Así, al 
entenderse la norma en el sentido de sólo obligar a los concesionarios a 
detonar la deliberación sobre el concepto de familia, dicha medida se 
presenta estrechamente vinculada a la finalidad constitucional imperiosa, 
sin que se observe otra menos gravosa.  
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TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. LOS ARTÍCULOS 223, 
SEGUNDO PÁRRAFO Y 224 DE LA LEY FEDERAL REFERIDA, NO 
VULNERAN LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. Los preceptos 
mencionados establecen medidas neutrales respecto al contenido o 
discurso de los concesionarios transmitido en la programación, así el 
primero de los preceptos mencionados establece una regla de eficiencia 
de mercado en favor de los programadores, a quienes se les garantiza el 
derecho de comercializar sus contenidos en uno o más canales o 
plataformas de distribución y establecer libremente sus tarifas, con lo cual 
se otorga certeza en relación a la regla aplicable para transacciones que el 
legislador estimó necesario reservar a la lógica del mercado. Por otra 
parte, el artículo 224 de la ley establece que en cada canal de 
multiprogramación autorizado a los concesionarios de uso comercial, 
público y social que presten servicios de radiodifusión, se deberá cumplir 
con las mismas reglas y disposiciones aplicables en términos de 
contenido, publicidad, producción nacional independiente, defensor de la 
audiencia, tiempos de Estado, boletines, encadenamientos y sanciones. 
Como se advierte, estas normas no singularizan un tema o punto de vista, 
sino que establecen que los concesionarios se deben sujetar a las mismas 
obligaciones generales con independencia del tipo de actividad y discurso 
de su especialización. Así, los preceptos legales de referencia deben 
sujetarse a un escrutinio ordinario, porque son medidas neutrales, que se 
imponen en el entendido de que los concesionarios mantienen libertad 
para generar sus propias visiones sobre cualquier tema y presentarlos al 
público en las formas que estimen convenientes. Por tanto, para lograr 
reconocimiento de validez constitucional, basta que las normas busquen 
avanzar en la realización de fines constitucionales aceptables, que 
introduzcan medidas relacionadas racionalmente con dichos fines y que 
no sean abiertamente desproporcionales en la afectación de otros bienes 
constitucionales. Respecto del primer requisito se estima que las normas 
impugnadas buscan avanzar un fin constitucional no sólo legítimo, sino 
importante, consistente en el establecimiento de un sistema de normas 
ciertas y homogéneas que regulen el servicio público de radiodifusión con 
certeza jurídica, tanto para quienes presten el servicio, como para los 
usuarios; debe recordarse que a través de reglas claras igualmente 
aplicables a los distintos concesionarios se propicia la eficacia de 
estándares mínimos de calidad, mediante los cuales se puede asegurar 
que el servicio se preste en las condiciones previstas por el artículo 28 
constitucional, a saber, en beneficio del interés general, asegurando la 
eficacia en los servicios en favor de la población. Las medidas 
impugnadas cumplen con el segundo requisito porque razonablemente 
están conectadas con la finalidad constitucional identificada, pues es 
justamente a través del establecimiento de reglas claras y precisas como 
se logran los referidos objetivos constitucionales Por último, se estima que 
las medidas analizadas no afectan desproporcionadamente otros bienes 
constitucionales, pues los concesionarios puedan producir o transmitir los 
contenidos con las visiones que estimen convenientes, sin que las normas 
impongan costos a esta libertad, salvo los ordinarios de cualquier 
concesión que aspira a participar en una mercado regulado.  
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TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 238 DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA. NO VIOLA LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. El mencionado precepto legal prohíbe la transmisión de 
publicidad o propaganda presentada como información periodística o 
noticiosa, a fin de evitar la radiodifusión de contenidos engañosos. Por 
tanto, establece una medida que busca remover los referidos contenidos 
de la deliberación pública. Con ello el legislador no busca avanzar una 
determinada opinión en tema alguno, sino remover contenidos que 
deliberadamente se presentan para inducir a las personas con información 
inexacta, sin importar el tema o el punto de vista de esos contenidos. Por 
tratarse de una medida relacionada con el contenido de los discursos, 
debe someterse a escrutinio estricto, pues se dirige a algún discurso 
potencialmente valioso para la deliberación pública, esto es, el discurso 
político protegido constitucionalmente. En la norma se identifica como 
finalidad evitar la transmisión de publicidad engañosa, la cual debe 
considerarse una finalidad constitucional imperiosa, pues así lo prevé 
expresamente la fracción IV, del apartado B del artículo 6° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al señalar que “se 
prohíbe la transmisión de publicidad o propaganda presentada como 
información periodística o noticiosa”. Ahora bien, el segundo requisito es 
colmado igualmente por la norma legal, pues el medio que dispone para 
avanzar el fin imperioso ya está seleccionado y dispuesto en el propio 
texto constitucional, consistente en la obligación de los concesionarios de 
no presentar publicidad o propaganda expresada como información 
periodística o noticiosa. Esto supone que el Constituyente determinó por sí 
mismo el medio idóneo, descargando la obligación del legislador de 
buscar la mejor medida posible; así se estima que cuando el Constituyente 
no se limita a establecer fines constitucionales imperiosos, delegando al 
legislador la selección de los medios idóneos, sino que él mismo define el 
instrumento, es innecesario evaluar la idoneidad y estricta 
proporcionalidad de la medida, pues no corresponde a los jueces 
constitucionales sustituirse en el Constituyente para determinar si existe 
un medio menos gravoso, por lo que debe reconocerse la validez de la 
referida medida por replicar lo previsto en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, sin que sea necesario realizar alguna 
operación de compatibilidad del texto constitucional y la convencionalidad 
de los derechos humanos, pues la publicidad engañosa, en tanto implica 
la difusión de información que no se presenta como el producto de una 
investigación razonable sobre una cuestión, no supone el ejercicio de la 
parte nuclear del derecho humano en cuestión. 
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TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 253 DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. El artículo citado establece la obligación de los 
concesionarios que presten servicios de radiodifusión y de televisión de 
transmitir el himno nacional a las seis y veinticuatro horas, la cual no 
busca singularizar un punto de vista y beneficiarlo en el debate, sino 
exponer a los ciudadanos a un contenido muy específico: el himno 
nacional y la bandera nacional, sin que ello implique la obligación de 
transmitir una apología de estos símbolos patrios, sino simplemente 
mostrarlos a la población. Ciertamente, la exposición obligatoria de un 
material tiene incidencia en la libertad de un concesionario, por lo que 
supone una restricción a su libertad de manifestarse, en este caso, de 
abstenerse de exponer dicho material. Ahora bien, al vincularse estos 
símbolos con la representación del Estado mexicano, el discurso afectado 
es político, por lo que resulta aplicable un escrutinio estricto, no obstante, 
se estima que la norma es válida constitucionalmente. En primer lugar, la 
medida busca cumplir con un mandato constitucional imperioso previsto 
en la fracción III, del apartado B del artículo 6° de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos de lograr que la radiodifusión fomente 
“los valores de la identidad nacional”. Los valores nacionales no se agotan 
con su representación gráfica u audiovisual; sin embargo, un paso inicial 
en su promoción es mediante dichas representaciones. Ahora bien, para 
superar el segundo paso del estándar, debe determinarse si la obligación 
se encuentra vinculada estrechamente a esa finalidad, lo cual debe 
responderse positivamente si se interpreta de manera conforme. En 
efecto, se considera que la obligación legal debe entenderse en el 
contexto de las funciones asociadas a la radiodifusión como servicio 
público, esto es, con la función de servir de foro de deliberación de temas 
de interés público. Al estar impedido el Estado para imponer una ortodoxia 
oficial sobre cualquier tema, incluida su lectura de los valores nacionales, 
parece razonable propiciar como instrumento de detonación de la 
discusión y exploración de su sentido y alcance la obligación de 
transmisión del himno nacional y, en su caso, simultáneamente de la 
bandera nacional dos veces, al inicio y final del día, pues mediante su 
exposición los ciudadanos tienen un recordatorio constante de que la 
convivencia pública es producto de un orden constitucional que no es 
neutro, sino que se adhiere a determinados valores, cuyo significado no es 
autoevidente ni de aplicación mecánica, sino producto de la construcción 
colectiva de una conversación continúa de todos los sectores de la 
población, abierta a distintas interpretaciones y lo suficientemente 
evolutiva para servir de fuerza transformadora del estado de cosas actual. 
Por último, es necesario precisar que la medida es poco intrusiva en la 
programación de una radiodifusora porque se dispone que las 
transmisiones obligatorias se realicen en horarios que marcan 
comúnmente el inicio y finalización del día hábil, con una duración mínima 
en relación al tiempo disponible con el que cuentan los concesionarios 
para determinar libremente su programación. Aunado a lo anterior, los 
concesionarios mantienen su libertad de presentar sus visiones y las de 
otros en relación a los valores nacionales. 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 



 
 

Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David 
García Sarubbi. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XLVI/2018 (10a.) 
 
         

OBLIGACIONES DE CRIANZA. CUANDO SE REVISE SU POSIBLE 
INCUMPLIMIENTO, NO PUEDE OBVIARSE LA EXISTENCIA DE UNA 
“DOBLE JORNADA”. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
reiterado que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en 
una perspectiva de género y verificar si existe una situación de violencia o 
vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida esa impartición de 
forma completa e igualitaria. En ese sentido, para determinar si se han 
incumplido las obligaciones de crianza  debe  tomarse  en  cuenta  la  
especial  condición  en  que  se  coloca  a  uno  de  los  cónyuges –
habitualmente a las mujeres– al tener que realizar un trabajo profesional 
indispensable para su propia subsistencia y para hacerse cargo de 
algunas de las necesidades de los menores de edad y, además, hacerlo 
compatible con la labor de su cuidado y crianza, lo que se ha denominado 
“doble jornada”, que generalmente afecta a las mujeres. Ahora bien, uno 
de los problemas a los que se enfrenta una mujer que trabaja fuera de 
casa es lo que se espera de ella, es decir, que cumpla con la 
responsabilidad “primaria” de sus obligaciones tradicionales (casa y 
familia), sin disminuir significativamente su rendimiento laboral, lo cual 
puede provocarle un fuerte estrés; de ahí que la duplicidad de funciones 
implica un sobreesfuerzo en la mujer que lo realiza, al asumir las cargas 
físicas y mentales de ambos trabajos, esto es, a la madre se le exige que 
cumpla mediante un esfuerzo ímprobo con esa doble jornada y las labores 
de cuidado, como si fuera la depositaria única de la obligación de crianza y 
del hogar, condicionando así su autonomía personal y “castigándosele” 
por no cumplir ese rol. En estos casos, a la madre se le exige una 
adecuación a estereotipos prescriptivos que llevan, incluso, a considerar 
normales ciertas conductas estereotípicas de las exigencias y roles de 
género. Consecuentemente, cuando se revise el posible incumplimiento 
de las obligaciones de crianza, no puede obviarse la existencia de una 
doble jornada. 
 
Amparo en revisión 910/2016. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María 
Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 



 
 

TESIS AISLADA XLVII/2018 (10a.) 
 
         

GUARDA Y CUSTODIA. LA REGLA GENERAL ES QUE LOS 
PROGENITORES SON APTOS A MENOS QUE SE DEMUESTRE LA 
EXISTENCIA DE UN RIESGO PROBABLE Y FUNDADO PARA LOS 
NIÑOS Y NIÑAS INVOLUCRADOS.  Cuando se involucra una categoría 
de las prohibidas en el texto constitucional –como es la condición de salud 
de uno de los progenitores–, en relación con la ponderación del interés 
superior de niños y niñas, las y los juzgadores deben ser especialmente 
escrupulosos en el análisis de las circunstancias que rodean el asunto, de 
modo que, con base en pruebas técnicas o científicas, se evidencie que la 
condición de salud tiene un impacto negativo en el bienestar y desarrollo 
del menor de edad. La regla general es que los progenitores son aptos 
para el cuidado de sus hijos e hijas, no obstante los defectos y carencias 
que acompañan necesariamente la condición humana. Lo contrario, la 
falta de aptitud, debe demostrarse, pues con ello se afectan los derechos y 
la esfera jurídica de los niños y niñas involucrados. Ninguna duda cabe 
que no existe un modelo de padres y madres ideales, acabado y perfecto, 
una especie de arquetipo ante el cual contrastar la conducta específica de 
los progenitores, con el fin de determinar si se está o no ante un buen 
padre y/o madre, y si, con base en esa imagen ejemplar, sean justificables 
o no ciertas restricciones en las instituciones protectores de la infancia, 
como lo es la guarda y custodia: no existe un tipo ideal de padres y 
madres, sino que es preciso sopesar si las conductas desempeñadas por 
los progenitores –que siempre constituyen un ejemplo, ya sea positivo o 
negativo y que necesariamente marcan la personalidad de los niños y 
niñas– son susceptibles de actualizar un riesgo probable y fundado en los 
niños y niñas. Esta Sala observa que debe existir un grado de probabilidad 
para determinar que efectivamente ciertas conductas ponen en riesgo a un 
niño o niña, con la razonable proyección a futuro de que la conducta sea 
de tal manera perniciosa que afecte sus derechos. 
 
Amparo en revisión 910/2016. Juan Manuel Rubalcava Suárez. 23 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 



 
 

TESIS AISLADA XLVIII/2018 (10a.) 
 
         

DERECHO DE LOS NIÑOS Y NIÑAS A EXPRESAR SU OPINIÓN. 
ASPECTOS QUE DEBEN TOMARSE EN CUENTA Y PONDERAR POR 
PARTE DE LAS Y LOS JUZGADORES.  Esta Sala ha expresado que los 
jueces y juezas deben ser cuidadosos al valorar tanto la opinión de los 
niños y niñas, como el resto del material probatorio en los asuntos que 
dirimen aspectos que afectan sus derechos. Así pues, al ponderar la 
opinión de un niño o niña, el juzgador debe tomar en cuenta que los 
procesos sobre protección de menores son extraordinariamente flexibles; 
aspecto que de suyo no implica que el interés superior de la infancia sea 
un principio dispositivo, sino que precisamente el juez o jueza cuenta con 
un margen amplio para poder tutelar los derechos de los niños y niñas. En 
consecuencia, debe considerarse que las circunstancias familiares son 
siempre cambiantes y que la valoración debe llevar a analizar si lo 
expresado por los menores responde a una voluntad real de cambiar de 
progenitor custodio y no a la manipulación de uno de ellos derivada del 
propio conflicto post matrimonial. Es por ello que debe analizarse en 
conjunto tanto lo expresado por el menor, como las demás circunstancias 
que se presenten, contextualizando siempre el dicho de la niña o niño; 
esto es, la opinión del niño o niña no puede tomarse simplemente como un 
hecho aislado. La finalidad perseguida es que la opinión manifestada, 
contrastada con las pruebas practicadas y, en su caso, con el dictamen de 
especialistas, sirvan al juez para reforzar su convicción sobre la medida a 
adoptar. 
          
Amparo en revisión 910/2016. Juan Manuel Rubalcava Suárez. 23 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA XLIX/2018 (10a.) 
 
 

DECLARACIONES INCORPORADAS MEDIANTE LECTURA A LA 
AUDIENCIA DE JUICIO.  SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 374, 
FRACCIÓN II, INCISO B), DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL ESTADO DE MÉXICO, VIOLA EL PRINCIPIO DE 
CONTRADICCIÓN. De acuerdo con los artículos 14, párrafo segundo, y 20, 
apartado A, fracciones III, primera parte, y IV, segunda parte, ambos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el principio de 
contradicción que orienta al proceso penal acusatorio y adversarial, se 
manifiesta desde dos diferentes vertientes complementarias: como un 
derecho de defensa y como garantía para la formación de la prueba. La 
primera vertiente se refiere al fundamento que asegura a todas las partes en 
el proceso penal –y no sólo al acusado– el derecho y la razonable 
oportunidad de hacer oír sus argumentos y ofrecer sus pruebas, así como el 
indispensable interés de someter a refutación y contra argumentación la 
información, actos y pruebas de la contraparte. La segunda vertiente, 
aplicada concretamente a la producción de la prueba testimonial, exige que 
la contraparte del oferente de la prueba cuente con la oportunidad de 
contrainterrogar al testigo sobre el contenido de sus afirmaciones, con el 
propósito de controvertir la credibilidad de su testimonio. En ese sentido, el 
artículo 374, fracción II, inciso b) del Código de Procedimientos Penales para 
el Estado de México, vigente hasta el 17 de junio de 2016, al disponer que si 
las partes lo solicitan y el juez lo estima pertinente, podrán incorporarse a la 
audiencia de juicio, mediante lectura, las declaraciones de testigos que 
consten en diligencias anteriores, cuando se ignore su residencia actual y, 
por ello, no haya sido posible solicitar su desahogo anticipado, vulnera el 
principio de contradicción, en su vertiente de garantía para la formación de la 
prueba, dado que la ausencia del declarante en la audiencia de juicio y la 
autorización de incorporar su declaración mediante lectura, anula la 
posibilidad de que la contraparte del oferente someta al sujeto de prueba al 
escrutinio de un ejercicio contradictorio, que le permita controvertir la 
credibilidad de su testimonio, lo cual se traduce en una falta grave a las 
reglas del debido proceso, porque sin contradicción, jurídicamente no es 
factible considerarla como prueba válida para justificar la emisión de una 
sentencia.  
 
Amparo directo en revisión 243/2017. José Bernardo Rodríguez Martínez. 
10 de enero de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
PMP/lgm.  



 
 

TESIS AISLADA L/2018 (10a.) 
 
 

DECLARACIONES INCORPORADAS MEDIANTE LECTURA A LA 
AUDIENCIA DE JUICIO.  SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 374, 
FRACCIÓN II, INCISO B), DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL ESTADO DE MÉXICO, VIOLA EL PRINCIPIO DE 
INMEDIACIÓN. En términos del artículo 20, apartado A, fracción II de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el principio de 
inmediación que orienta al proceso penal acusatorio y adversarial, en su 
vertiente de herramienta metodológica para la formación de la prueba, exige 
el contacto directo y personal que el juez debe tener con los sujetos de 
prueba durante la realización de la audiencia de juicio, porque de esa 
manera se coloca en las mejores condiciones para percibir –sin 
intermediarios– toda la información que surja de las pruebas personales, es 
decir, no sólo la de contenido verbal, sino también una serie de elementos 
que acompañan a las palabras del declarante. En ese sentido, el artículo 
374, fracción II, inciso b) del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado de México, vigente hasta el 17 de junio de 2016, al disponer que si 
las partes lo solicitan y el juez lo estima pertinente, podrán incorporarse a la 
audiencia de juicio, mediante lectura, las declaraciones de testigos que 
consten en diligencias anteriores, cuando se ignore su residencia actual y, 
por ello, no haya sido posible solicitar su desahogo anticipado, vulnera el 
principio de inmediación, dado que la ausencia del testigo en la etapa de 
juicio y la incorporación de su declaración mediante lectura constituye un 
obstáculo que impide al juez o tribunal de enjuiciamiento percibir todos los 
elementos que acompañan a las palabras del declarante, habilitados para 
transmitir y recepcionar de mejor manera el mensaje que se quiere entregar, 
como el manejo del tono, volumen o cadencia de la voz, pausas, titubeos, 
disposición del cuerpo, dirección de la mirada, muecas o sonrojo, que la 
doctrina denomina componentes paralingüísticos. De manera que, en ese 
supuesto, el juez no estará en condiciones de formarse una imagen 
completa del contenido y exactitud de la declaración, debido a que el testigo 
no se presentó a la audiencia de juicio, lo cual se traduce en una falta grave 
a las reglas del debido proceso, ya que sin inmediación jurídicamente no es 
factible considerarla como prueba válida para justificar la emisión de una 
sentencia.  
 
Amparo directo en revisión 243/2017. José Bernardo Rodríguez Martínez. 
10 de enero de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
PMP/lgm.   



 
 

TESIS AISLADA LI/2018 (10a.) 
 
         

PRINCIPIO DE CONTINUIDAD DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 
DE SU INTERPRETACIÓN SE DEPRENDE LA OBLIGACIÓN DE LA 
PARTES DE HACER VALER SUS INCONFORMIDADES EN EL 
MOMENTO O ETAPA CORRESPONDIENTE. El procedimiento penal 
acusatorio se encuentra dividido en etapas, cada una de las cuales tiene 
una función específica. Estas etapas se van sucediendo irreversiblemente 
unas a otras, lo que significa que sólo superándose una se puede 
comenzar con la siguiente, sin que exista posibilidad de renovarlas o 
reabrirlas. Esta lectura del sistema penal acusatorio se apoya el principio 
de continuidad previsto en el primer párrafo del artículo 20 constitucional. 
En efecto, el principio de continuidad ordena que el procedimiento se 
desarrolle en la mayor medida posible sin interrupciones, de tal forma que 
los actos procesales se sigan unos a otros en el tiempo. En este orden de 
ideas, del señalado principio se desprende la necesidad de que cada una 
de las etapas en el procedimiento penal cumpla su función a cabalidad  y, 
una vez agotadas, se avance a la siguiente, sin que sea posible regresar a 
la anterior. Por esta razón, se considera que las partes en el 
procedimiento se encuentran obligadas a hacer valer sus inconformidades 
en el momento o etapa correspondiente. 
 
Amparo directo en revisión 669/2015. Ian Eduardo Camarillo 
Hernández. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA LII/2018 (10a.) 
 
         

ETAPA INTERMEDIA DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO.  UNO DE 
SUS OBJETIVOS ES DEPURAR EL MATERIAL PROBATORIO QUE SE 
VA A DESAHOGAR EN JUICIO ORAL, EXCLUYENDO AQUEL QUE SE 
HAYA OBTENIDO CON VULNERACIÓN DE DERECHOS 
FUNDAMENTALES. En el sistema de justicia penal acusatorio, al cierre 
de la investigación formalizada no sigue inmediatamente la realización del 
juicio oral, sino una etapa “intermedia” que también se realiza ante el juez 
de control. Dicha etapa inicia con la formulación de la acusación por parte 
del Ministerio Público y tiene por objeto principal la preparación del juicio, 
fijando de modo preciso su objeto, los sujetos intervinientes y los medios 
de prueba que deberán ser desahogados. En este sentido, una de las 
principales funciones del juez de control durante esta etapa consiste en 
asegurarse que durante la investigación no se hubieran cometido 
transgresiones a los derechos fundamentales del imputado y, en su caso, 
garantizar que las consecuencias de éstas no se trasladen a la etapa de 
juicio oral. Así, al dictar el auto de apertura a juicio, el juez de control debe 
verificar esta situación y excluir cualquier medio de prueba obtenido a 
partir de una violación a derechos fundamentales. En consecuencia, será 
precisamente durante la etapa intermedia cuando el imputado deba 
expresar los planteamientos que considere pertinentes en torno a la 
vulneración de sus derechos fundamentales que hayan tenido un impacto 
en la obtención de medios de prueba y, en consecuencia, solicitar la 
exclusión de éstos del material probatorio que va a ser desahogado en el 
juicio oral. No hay que perder de vista que para que el nuevo sistema de 
justicia penal funcione adecuadamente es necesario que las cuestiones 
relativas a la exclusión probatoria derivada de violaciones a derechos 
fundamentales, queden definitivamente dilucidadas de forma previa a la 
apertura del juicio oral, de tal manera que el juzgador en esta última etapa 
tenga como función exclusiva el análisis de las pruebas para determinar la 
existencia del delito y la responsabilidad del acusado.  
 
Amparo directo en revisión 669/2015. Ian Eduardo Camarillo 
Hernández. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 



 
 

TESIS AISLADA LIII/2018 (10a.) 
 
         

DIFERENCIAS EN EL DEBATE PROBATORIO DE LA ETAPA 
INTERMEDIA Y EL JUICIO ORAL EN RELACIÓN CON LA 
VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES. El objeto del 
debate probatorio durante la etapa intermedia y el juicio oral es distinto 
pero complementario. En la etapa intermedia se discute si de los datos 
que arroja la investigación se advierte una violación a derechos 
fundamentales que dé lugar a la exclusión de algún medio de prueba del 
material probatorio que se va a desahogar en el juicio oral. En cambio, la 
finalidad de esta última etapa consiste en esclarecer los hechos sobre la 
existencia de un delito y la responsabilidad del acusado en su comisión a 
partir de los medios de los prueba admitidos en la etapa intermedia. Así, 
en atención al principio de continuidad previsto en el primer párrafo del 
artículo 20 constitucional, la exclusión de pruebas no es un tema que 
pueda plantearse nuevamente en el juicio oral. Con todo, aunque el 
debate sobre la exclusión probatoria deba agotarse en etapa intermedia, 
es incuestionable que en el juicio oral la defensa puede cuestionar el valor 
de las pruebas con argumentos estrechamente vinculados con violaciones 
a derechos fundamentales planteadas en etapas previas. Esto último 
puede ocurrir especialmente cuando durante el desahogo de las pruebas 
durante el juicio oral se revela que efectivamente existió una violación a 
derechos fundamentales del acusado, cuando surgen dudas sobre esa 
cuestión —por ejemplo, al advertirse durante el contrainterrogatorio o con 
algún otro medio de prueba que las autoridades mintieron o incurrieron en 
contradicciones en relación con lo que hubieren manifestado en etapas 
preliminares— o cuando se aporten elementos supervenientes que hagan 
suponer fundadamente que la prueba en cuestión se obtuvo a partir de 
una violación a derechos fundamentales. En estos casos, el juez o 
tribunal de enjuiciamiento deberá tomar en cuenta esta cuestión al 
momento de realizar la valoración probatoria en la sentencia definitiva, sin 
perder de vista que la fracción IX del apartado A del artículo 20 
constitucional establece que las pruebas obtenidas mediante violación a 
derechos fundamentales son nulas. 
Amparo directo en revisión 669/2015. Ian Eduardo Camarillo 
Hernández. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

TESIS AISLADA LIV/2018 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN COMO REGLA PROCESAL. REQUIERE LA 
NECESARIA PRESENCIA DEL JUEZ EN EL DESARROLLO DE LA 
AUDIENCIA. En el procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral, el 
mecanismo institucional que permite a los jueces emitir sus decisiones es la 
realización de una audiencia, en la cual las partes         –cara a cara– 
presentan verbalmente sus argumentos, la evidencia que apoya su posición 
y cuentan, además, con la oportunidad de controvertir oralmente las 
afirmaciones de su contraparte. Acorde con esa lógica operativa, el artículo 
20, apartado A, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en vigor, dispone que “toda audiencia se desarrollará en 
presencia del juez”, lo que implica que el principio de inmediación en esta 
vertiente busca como objetivos: garantizar la corrección formal del proceso y 
velar por el debido respeto de los derechos de las partes, al asegurar la 
presencia del juez en las actuaciones judiciales, así como evitar una de las 
prácticas más comunes que llevaron al agotamiento del procedimiento penal 
tradicional, en el que la mayoría de las audiencias no se dirigían por un juez, 
sino que su realización se delegó al secretario del juzgado y, en esa misma 
proporción, también se delegaron el desahogo y la valoración de las 
pruebas.  
 
Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz 
Cruz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA LV/2018 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN COMO HERRAMIENTA METODOLÓGICA 
PARA LA FORMACIÓN DE LA PRUEBA. EXIGE EL CONTACTO 
DIRECTO Y PERSONAL DEL JUEZ CON LOS SUJETOS Y EL OBJETO 
DEL PROCESO DURANTE LA AUDIENCIA DE JUICIO. Del proceso 
legislativo que culminó con la instauración del Nuevo Sistema de Justicia 
Penal, se advierte que para el Poder Reformador de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, el principio de inmediación 
presupone que todos los elementos de prueba vertidos en un proceso y que 
servirán para decidir sobre la responsabilidad penal de una persona, deben 
ser presenciados sin mediaciones o intermediarios por el juez en una 
audiencia. Los alcances de dicho  propósito implican reconocer que es en la 
etapa de juicio donde la inmediación cobra plena aplicación, porque en esta 
vertiente configura una herramienta metodológica para la formación de la 
prueba, la cual exige el contacto directo y personal que el juez debe tener 
con los sujetos y el objeto del proceso durante la realización de la audiencia 
de juicio, porque de esa manera se coloca al juez en las mejores 
condiciones posibles para percibir –sin intermediarios– toda la información 
que surja de las pruebas personales, es decir, no sólo la de contenido 
verbal, sino que la inmediación también lo ubican en óptimas condiciones 
para constatar una serie de elementos que acompañan a las palabras del 
declarante, habilitados para transmitir y recepcionar de mejor manera el 
mensaje que se quiere entregar, como el manejo del tono, volumen o 
cadencia de la voz, pausas, titubeos, disposición del cuerpo, dirección de la 
mirada, muecas o sonrojo, que la doctrina denomina componentes 
paralingüísticos.  
 
Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente en el que se aparta de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz 
Cruz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
   
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA LVI/2018 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. PARA GARANTIZAR SU EFICACIA EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO, EL JUEZ QUE DIRIGE LA PRODUCCIÓN DE 
LAS PRUEBAS DEBE SER EL QUE DICTE LA SENTENCIA, SIN DAR 
MARGEN A RETRASOS INDEBIDOS. Los alcances del principio de 
inmediación, previsto en el artículo 20, apartado A, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, exigen que 
la sentencia se dicte por el juez que dirigió la práctica de las pruebas e 
impone una inmediata deliberación y fallo de la causa. Es así porque con la 
inmutabilidad del juez, esto es, la identificación física del juzgador que 
interviene en la formación de las pruebas y del que emite la sentencia, se 
generan las condiciones que permiten capitalizar las ventajas de la 
inmediación en el desarrollo de la audiencia de juicio, pues el contacto 
personal y directo con el material probatorio lo ubican en una situación 
idónea para resolver el asunto; de otro modo, dicho beneficio se debilitaría 
gradualmente si admite un cambio del juez, porque se privaría al proceso de 
todos los efectos que surgen de la inmediación en su vertiente de 
herramienta metodológica para la formación de la prueba. Asimismo, la 
inmediata deliberación y fallo de la causa implica que, apenas producida la 
prueba, clausurado el debate, debe emitirse el fallo y dictarse la sentencia 
correspondiente, sin dar margen a retrasos indebidos, pues de estimar lo 
contrario, es decir, si el juzgador rebasa los plazos legales para emitir su 
fallo, perdería sentido exigir que sea el mismo juez quien perciba la 
producción probatoria y el que dicte la sentencia, si esos actos los realiza en 
momentos aislados, distantes en mucho tiempo unos de otros, interferidos 
por cuestiones incidentales, debido a que en tal supuesto, las impresiones 
oportunamente recibidas o las aclaraciones logradas perderán eficacia, ya 
que para entonces unas vivencias se habrán desvinculado de otras o su 
sentido unitario se habrá deformado. 
 
Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz 
Cruz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA LVII/2018 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. SE VULNERA CUANDO LA SENTENCIA 
CONDENATORIA LA DICTA UN JUEZ DISTINTO AL QUE DIRIGIÓ LA 
PRODUCCIÓN DE LAS PRUEBAS E IRREMEDIABLEMENTE CONDUCE 
A REPETIR LA AUDIENCIA DE JUICIO. En el procedimiento penal, la 
verificación de los hechos que las partes sostienen conlleva una serie de 
exigencias que son indiscutibles, entre las que se encuentra el respeto al 
principio de inmediación, previsto en el artículo 20, apartado A, fracción II, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor. Ahora 
bien, la observancia del invocado principio se encuentra íntimamente 
conectado con el principio de presunción de inocencia, en su vertiente de 
regla probatoria, pues en la medida en que se garantiza no sólo el contacto 
directo que el juez debe tener con los sujetos y el objeto del proceso, para 
que perciba –sin intermediarios– toda la información que surja de las 
pruebas personales, sino que también se asegure que el juez que interviene 
en la producción probatoria sea el que emita el fallo del asunto, se 
condiciona la existencia de prueba de cargo válida. De ahí que la sentencia 
condenatoria emitida por un juez distinto al que intervino en la producción de 
las pruebas constituye una infracción al principio de inmediación en la etapa 
de juicio, que se traduce en una falta grave a las reglas del debido proceso, 
razón por la cual irremediablemente conduce a la reposición del 
procedimiento, esto es, a que se repita la audiencia de juicio, porque sin 
inmediación la sentencia carece de fiabilidad, en tanto que no se habrá 
garantizado la debida formación de la prueba y, por ende, no habrá bases 
para considerar que el juez dispuso de pruebas de cargo válidas para emitir 
su sentencia de condena. No se opone a la conclusión alcanzada, las 
implicaciones que surgen de ordenar la repetición de la audiencia de juicio, 
ya que el derecho fundamental de justicia pronta y expedita es una 
pretensión que debe buscarse, pero no a toda costa ni por cualquier medio, 
sino sólo por el camino del pleno respeto a los derechos fundamentales y 
principios que rigen al procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral.  
 
Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz 
Cruz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 



 
 

TESIS AISLADA LVIII/2018 (10a.) 
 
 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE CONTRA 
OMISIONES LEGISLATIVAS. De una interpretación sistemática de la 
fracción I del artículo 103 y la fracción VII del artículo 107 de la 
Constitución, en conexión con la fracción II del artículo 107 de la Ley de 
Amparo, se desprende que el juicio de amparo indirecto es procedente 
contra omisiones legislativas propiamente dichas, es decir, cuando exista 
un mandato constitucional que establezca de manera precisa el deber de 
legislar en un determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida 
total o parcialmente. En efecto, si el Poder Legislativo puede considerarse 
autoridad responsable para efectos del juicio de amparo y la Constitución 
acepta que las omisiones pueden ser actos reclamados, en principio esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia considera que desde una 
óptica constitucional el juicio de amparo indirecto es procedente contra 
omisiones legislativas. Con todo, para poder sostener de manera 
concluyente que el juicio de amparo indirecto es procedente, además debe 
descartarse que ese impedimento procesal pueda desprenderse de los 
principios constitucionales que disciplinan al juicio de amparo. En este 
orden de ideas, se estima que en este caso no se vulnera el principio de 
relatividad porque dicho principio debe ser reinterpretado a la luz del 
nuevo marco constitucional que disciplina al juicio de amparo y, por tanto, 
es perfectamente admisible que al proteger a la persona que ha solicitado 
el amparo de manera eventual y contingente se pueda llegar a beneficiar a 
terceros ajenos a la controversia constitucional. De todo lo anterior, se 
desprende que el juicio de amparo indirecto es procedente para combatir 
omisiones legislativas absolutas. 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de 
Expresión A19, A.C. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló 
voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en 
la presente tesis. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José 
Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 



 
 

TESIS AISLADA LIX/2018 (10a.) 
 

 
TÍTULO DE CRÉDITO. PUEDE CONTENER MÁS DE UNA OBLIGACIÓN 
CAMBIARIA, AUN CUANDO AQUÉL NO HUBIERA CIRCULADO 
(INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 98/2012). La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 505/2011, de la cual derivó la jurisprudencia 1a./J. 
98/2012, sostuvo que cuando el título no ha circulado puede afirmarse que 
contiene un solo acto jurídico (una sola obligación cambiaria) que es el 
que se verifica mediante la declaración unilateral de voluntad de quien lo 
suscribe; sin embargo, en un mismo documento pueden converger 
múltiples actos jurídicos (varias obligaciones cambiarias) cuando el título 
ha circulado, pues cada endoso constituye un negocio autónomo, de 
manera que, en ese supuesto, la nulidad o inexistencia de uno solo de 
esos endosos u obligaciones cambiarias, no afecta la validez o existencia 
de los otros ni, por ende, la validez o existencia del documento mismo 
pues, pese a la invalidez o a la inexistencia de una de las obligaciones, su 
calidad de título cambiario puede subsistir respecto del resto de las 
expresiones de voluntad que en él se encuentran contenidas. Ahora bien, 
a partir de una nueva reflexión, esta Primera Sala estima necesario 
apartarse de dichas consideraciones, ya que no puede sostenerse que 
cuando un documento no haya circulado sólo contiene, necesaria e 
indefectiblemente, un acto cambiario, por el contrario, puede contener 
tantos actos cambiarios como sea posible insertar en el documento, y sólo 
la autonomía vista como la independencia del derecho del poseedor en 
relación con el derecho de los antecesores poseedores del título es la que 
queda supeditada a la circulación del título. Lo anterior bajo el entendido 
de que, la autonomía del título de crédito tiene dos aspectos: uno en el 
que el adquirente o poseedor de buena fe tiene un derecho autónomo del 
que tuvieron sus anteriores poseedores, que implica la inoponibilidad de 
las excepciones personales de poseedores precedentes, y otro, en el que 
las obligaciones cambiarias insertas en el título son independientes 
recíprocamente. El primer aspecto evidentemente no puede operar 
mientras el título no circule, pues el derecho del poseedor no puede 
desvincularse del de sus anteriores poseedores legítimos, en tanto que 
éstos no existen, pues él resulta ser el primer poseedor, mientras que en 
relación con el segundo aspecto, contrario a lo anteriormente sostenido 
por esta Sala, opera desde el nacimiento del título. Consecuentemente, el 
hecho de que un título de crédito no haya circulado, no implica que no 
pueda contener en él más de una obligación cambiaria, por el contrario, 
como ya se precisó, el acto cambiario es aquel que produce una 
obligación cambiaria y, en ese sentido, sin necesidad de circular, pueden 
ocurrir diversos actos que alteran o modifican el derecho literal contenido 
en él, mediante la inclusión de más obligados a su pago, o el señalamiento 
de uno o varios avalistas, por ejemplo.  
 
Contradicción de tesis 97/2017. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 15 de noviembre de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 



 
 

voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Nota: La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 505/2011 citada, se 
publicó en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIV, Tomo 1, noviembre de 2012, página 768. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de 
fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva. 
 
Nota. La presente tesis interrumpe el criterio sostenido en la diversa 1a./J. 
98/2012, de rubro: “PAGARÉ. LA FALSEDAD DE LA FIRMA DEL 
AVALADO ELIMINA SU OBLIGACIÓN CAMBIARIA Y CESA LA DEL 
AVALISTA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XIV, Tomo 1, noviembre de 2012, página 
793.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
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